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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE EN CÁMARA DEL PROYECTO 
LEY NO. 082 DE 2020 CÁMARA, “POR MEDIO DE LA CUAL SE ORDENA LA 

DELIMITACIÓN DE ÁREAS DE SUBPÁRAMO EN EL TERRITORIO NACIONAL” 
 
 
La presente ponencia contiene lo siguiente: 
 
I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA 
 
II. OBJETO DE LA PROPUESTA  
 
III. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

1. Definiciones 
2. Objetivos 
3. Análisis del contexto 
4. Antecedentes jurídicos y legales  

 
IV. PLIEGO DE MODIFICACIONES  
 
V. PROPOSICIÓN 
 
VI. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
 
 

DESARROLLO 
 
 

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA 
 

El proyecto de ley No. 082 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se ordena la 
delimitación de áreas de subpáramo en el territorio nacional”, fue radicado el 20 de 
julio 2020 en la secretaría general de la Cámara de Representantes, siendo autor el 
Honorable Representante a la Cámara FABIÁN DÍAZ PLATA. El texto original radica 
en la Gaceta 764 de 2020 

 
Para la elaboración del presente informe de ponencia, se tuvo en cuenta los conceptos 
remitidos por el Ministerio de Agricultura con fecha de 22 de enero de la presente 
anualidad; así mismo, se recibió concepto por parte del Ministerio de Medio Ambiente 
y Desarrollo Sostenible recibido el pasado 27 de mayo del año en curso.  
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II. OBJETO DE LA PROPUESTA 

 
El Proyecto de Ley 082 de 2020 Cámara tiene por objeto, establecer la obligación de 
la inclusión de la zona de transición entre el bosque alto andino y el páramo 
(subpáramo, bosque alto andino y zona de amortiguación), al momento de la 
delimitación de los páramos, con la finalidad de excluir las actividades de gran impacto 
ambiental, como la mega minería, sobre los ecosistemas de páramo. 

 
 

III. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Con el fin de reestructurar y mejorar la exposición de motivos del Proyecto de Ley 
082, el presente Informe de Ponencia, se ha dividido en cuatro (4) puntos, así: (1) 
Definiciones. (2) Objetivos. (3) Análisis del Contexto. (4) Antecedentes Jurídicos y 
Legales.  

 
1. Definiciones  

 
Partimos de la definición del páramo como una amalgama de realidades 
socioculturales y procesos biogeofísicos. Un páramo constituye una zona de 
biodiversidad y servicios únicos para el planeta. Un ecosistema de alta montaña 
pensado, habitado y transformado por hombres y mujeres. Por su estructura ígneo 
metamórfica y sedimentaria, muy fracturada producto de los esfuerzos convergentes 
de las placas tectónicas, son capaces de guardar el agua en invierno y entregarla en 
verano para que todos los que vivimos a su alrededor, podamos continuar 
desarrollando el país en armonía con su entorno. Por otro lado, los páramos se 
constituyen en el mejor sumidero de gases efecto invernadero, incluso más efectivos 
que los bosques.  
 
Los ecosistemas de los páramos se componen, desde las partes más altas de 
nuestras cordilleras, en: súper páramos, páramos, subpáramos, bosque alto andino 
y zonas de amortiguación. (Esta clasificación fue hecha por CuatreCasas desde 
1934). Son una unidad biogeográfica, socio económica hidrogeológica y ecológica 
indisoluble. Ellos son la fábrica de agua que permite la vida de ese 70 % de 
colombianos, en todos los niveles climáticos, que habitan en ellos y sus áreas 
aledañas y zonas de influencia aguas abajo. Son ecosistemas biomas 
extremadamente frágiles, que han tardado más de cinco millones de años en 
adaptarse biológica y fisiológicamente. Estas determinantes hacen de los páramos, 
una concepción más estricta de comunidad biótica, asociada al “Espeletium-
Calamagrostis”, que solo se presenta plenamente en tres países del mundo 
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(Venezuela, Colombia y Ecuador), y en una pequeña porción de los Andes norteños 
del Perú. Además, permite que elementos de origen genético muy diferenciados se 
congreguen en este nicho. Las características más importantes que han surgido de 
este enclave biológico son: 
 
 Alto rango de adaptabilidad a condiciones tan extremas de los ciclos diurnos, 

nocturnos (muy diferentes a los rangos estacionales - cuatrimestrales o 
semestrales - del resto del planeta). 

 Fragilidad a variaciones climáticas, ya que la fisiología de casi todas sus plantas y 
de algunos animales es altamente especializada. 

 Restricción en la distribución de sus especies, es decir su nivel de endemismo; las 
tasas en muchas de las especies en anfibios, reptiles, aves, mamíferos, 
vertebrados terrestres y plantas vasculares muestran índices de endemismo 
mayores que en cualquier otro lugar del planeta. 

 
Al delimitarse un páramo, no se está delimitando solamente un ecosistema, sino 
espacios llenos de significado social y cultural, poblados desde hace centurias. De 
acuerdo con Rangel-Ch. (2000), «la región de vida paramuna comprende las extensas 
zonas que coronan las cordilleras entre el bosque andino y el límite inferior de las 
nieves perpetuas. Está definida como región natural por la relación entre el suelo, el 
clima, la biota y la influencia humana».1 

Actualmente hay trescientos cuarenta y siete (347) títulos en páramos que cuentan 
con licencias ambientales.2 Los ecosistemas de páramo son muy frágiles, y la 
actividad minera puede acarrear consecuencias negativas en las coberturas vegetales 
y cambios geomorfológicos y físico-químicos en el suelo y subsuelo, lo que deviene 
en una vulneración de los principios del medio ambiente sano, el desarrollo sostenible, 
el principio de precaución y el derecho al agua. La no precaución implicaría un 
detrimento “Por los altos costos que implicaría para el Estado colombiano los daños 
ocasionados por cuenta de la actividad minera y petrolera en los páramos en su 
mayoría baldíos reservados y por los costos que implicaría para el Estado la 
recuperación de dichos ecosistemas – recuperación total que resulta imposible-, así 
como la consecución de nuevas fuentes para soportar la demanda de agua”3 

Los ecosistemas de páramo en Colombia presentan una extensión aproximada de 
1.925.410 hectáreas de las cuales 746.644 se encuentran en áreas de Parques 

 
1 Tomado de: http://www.minambiente.gov.co/index.php/component/content/article/410-plantilla-bosques-
biodiversidad-y-servicios-ecosistematicos-12 
2 Sentencia C 035 de 2016 
3 2 Ibid 

Nacionales Naturales. A pesar de que esta área corresponde solo al 2% del territorio 
nacional, nos destacamos a nivel mundial como el país con la mayor área de estos 
ecosistemas. Este aspecto resalta la responsabilidad que tenemos en cuanto a la 
conservación de estos ecosistemas exclusivos del norte de la Cordillera de los Andes, 
hábitat de un importante número de especies de plantas y animales entre las cuales 
sobresalen especies endémicas o en alguna categoría de amenaza de extinción. 
Puede destacarse que el 90% de la flora de los páramos es endémica y el 8% del total 
de endemismos de la flora nacional se encuentra en estos ecosistemas.4 

Sobre la estrecha relación entre los ecosistemas de páramo con el bosque altoandino, 
es necesario traer a colación el siguiente aparte de la sentencia T-361 de 2017:   “[L]a 
Zona de Transición entre el Bosque y el Páramo (ZTBP) es de gran importancia para 
la conservación y la provisión de bienes y servicios, en primer lugar debido a la alta 
riqueza y diversidad de especies que allí se encuentran. Rangel-Ch (2000) registra en 
esta zona de la alta montaña colombiana el mayor número de especies (2384 
pertenecientes a 486 géneros y 115 familias), al igual que el mayor número de 
especies de distribución restringida (984), con respecto al páramo bajo, que tiene 
1958 especies, de 415 géneros y 102 familias, y el páramo medio, con 1575 especies 
de 361 géneros y 90 familias. Además, presenta una alta heterogeneidad que permite 
la existencia de gran cantidad de nichos y hábitats para las especies de fauna.” 

A pesar de la notable importancia de estos ecosistemas, desde hace décadas se 
registran altos índices de poblamiento y ocupación de los páramos, expresados en 
profundas transformaciones ecosistémicas originados en procesos productivos como 
la agricultura, la ganadería y en algunos casos la minería. Estas transformaciones han 
estado acompañadas por el aumento en la contaminación y la invasión biológica, al 
tiempo que ha venido aumentando la vulnerabilidad de estos ecosistemas al cambio 
climático que a su vez han ocasionado alteraciones en los límites naturales de estos 
ecosistemas, la pérdida de hábitats y especies, y la disminución en la capacidad de 
prestar servicios ecosistémicos, lo que genera dificultades en el desarrollo de 
actividades de manejo y conservación.5  

El páramo tiene mayor capacidad de absorción de carbono que la selva húmeda 
tropical y las llanuras. Las mediciones arrojaron que las bajas temperaturas generan 
procesos que favorecen la captura del CO2 y lo convierten en materia orgánica. Una 
hectárea de un páramo protegido puede llegar a capturar 200 toneladas al año de 

 
4 Rivera, D. y Rodríguez, C. 2011. Guía divulgativa de criterios para la delimitación de páramos de Colombia. 2011. 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial e Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 
Alexander von Humboldt. 
5 Ibid 3 

CO2 equivalente, y estamos hablando de 535.000 hectáreas de páramos solo en la 
jurisdicción de Corpoboyacá.6 

Definir un límite trasciende los elementos técnicos y operativos. Delimitar cualquier 
zona es, ante todo, una decisión política, un ejercicio de territorialidad encaminado a 
la regulación de la vida social. Delimitar es una acción compleja que involucra 
conocimientos científicos, considerando un denso conjunto de presupuestos morales 
y éticos. 

Las premisas fundamentales por las cuales las áreas de subpáramos, bosque 
andino y las zonas de amortiguación, deben ser protegidas dentro de los mismos 
pilares que soportan la actual protección de los páramos y súper páramos, 
especialmente de la mega minería, son:  

1. Tanto el subpáramo, como el bosque alto andino y la zona de amortiguación, hacen 
parte de la unidad biogeográfica y socio económica del páramo; por lo cual un límite 
arbitrario del súper páramo y del páramo, NO cambia la geografía regional. 

2. Con la mega minería en el subpáramo, en el bosque andino o en una zona de 
amortiguación, ya sea a cielo abierto o subterránea, el daño no lo va a causar 
solamente el cianuro y el mercurio, como lo afirman muchos expertos. El daño a todo 
el sistema ecológico se producirá, fundamentalmente, por la invasión al hábitat por 
parte del hombre, con su logística de infraestructura, como vías y maquinaria, 
afectando la migración de especies entre la parte alta de la montaña y los valles y 
llanuras. La rotura de la montaña a través de túneles causa la pérdida de los 
manantiales, acuíferos y agua de escorrentía, debido a la interrupción de los flujos 
subterráneos que migran por fallas naturales, diaclasas y rocas permeables; y genera 
la profundización de las aguas superficiales. El 70% de las aguas de las cuencas 
hídricas o de los ríos, son de origen subterráneo, teniendo como zona de recarga los 
páramos; de manera que el inminente cambio del curso de estas aguas, llevarán 
inevitablemente a una disminución de sus caudales. 

3. En los subpáramos, bosque andino o zonas de amortiguación, es imposible hablar 
de mega minería sostenible ambientalmente, porque cuando se extraigan los 
materiales rocosos (que serán molidos y lavados para concentrar los minerales), los 
desechos terminarán en ZODME’s o RELAVES, donde se generarán lixiviados que 
convertirán las aguas potables en aguas ácidas, debido a la oxidación de los sulfuros 
de hierro, presentes en la pirita y la pirrotina que acompaña los minerales de interés 
como el oro, hierro, níquel, uranio, plomo,cobre y otros. La reacción de los sulfuros y 

 
6 ‘Suelos de los páramos de Boyacá. Ecosistemas potenciales para la captura de carbono’ 2017/02/20 

otros minerales pesados como el cobre, cadmio, zinc y plomo, con el oxígeno del aire 
y el agua, genera ambientes ácidos, bajando el PH del agua. Las aguas ácidas son 
una de las principales causas de los cánceres que sufre el hombre; y el cáncer, como 
es conocido, es la principal causa de muerte en el ser humano.  

4. La mayoría de rocas o formaciones que contienen los minerales explotables, tienen 
una alta concentración de azufre (convertible en ácido sulfúrico), y minerales o 
metales pesados y radioactivos como: cadmio, plomo, manganeso, indio, talio, galio, 
radio y uranio; los cuales, en los subpáramos y zonas de amortiguación, terminan 
mezclándose con las aguas de escorrentía superficiales y subterráneas, que bajan de 
los páramos, generando aguas altamente tóxicas y perjudiciales para cualquier tipo 
de vida. 

5. La explotación minera en los subpáramos es tan apocalíptica y nefasta como en 
los páramos; solo basta con observar las consecuencias nefastas de las minas en 
Montana, Estado Unidos, donde tienen 20.000 minas abandonadas drenando aguas 
ácidas por cientos de años; y en la cuenca del río Ruhr en Alemania, donde la 
explotación de carbón trajo como consecuencia la necesidad de bombear agua a 
perpetuidad, con más de 200 estaciones de bombeo, para evitar la contaminación del 
río con lixiviados, e impedir que las viviendas de una ciudad de 20 mil habitantes, se 
sumerjan. 

2. Objetivos: 
 
General: establecer la obligación de la inclusión de la zona de transición, bosque 
alto andino y subpáramo, al momento de la delimitación de los páramos, con la 
finalidad de excluir las actividades de gran impacto ambiental, como la mega 
minería, sobre los ecosistemas de páramo. 

Específicos: 

● Conciliar la permanencia de los habitantes en el páramo, subpáramo, bosque 
andino y zonas de transición, con la realización de actividades de 
conservación, haciendo uso de herramientas de gestión fiscal que soporten la 
reconversión productiva, y buscando la garantía de la calidad de la vida de la 
gente que vive en estos ecosistemas. 

● Establecer un cuerpo normativo que impulse la zonificación concertada de los 
subpáramos, bosque andino y zonas de transición, predio a predio, con el fin 
de levantar el inventario de las condiciones sociales y económicas de los 
habitantes localizados allí, estableciendo la proscripción de la mega minería en 
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estas áreas, buscando alternativas económicas que permitan al Estado el 
cumplimiento de sus fines constitucionales. 

3. Análisis del Contexto 

La sociedad mundial enfrenta actualmente dos grandes desafíos que inciden 
directamente sobre la calidad de vida y las posibilidades de desarrollo justo y 
equitativo. Los dos grandes desafíos son: cambio climático y mega minería en los 
ecosistemas de páramos y subpáramos. 
 
La amenaza es particularmente grave en nuestros ecosistemas de páramos y 
subpáramos, que están catalogados como “ambientes secos”, de acuerdo con el 
Instituto Alexander Von Humboldt. Ellos no llegaron a esta situación por casualidad. 
Desde la llegada de los españoles fueron intervenidos con actividades agrícolas, 
ganaderas y mineras de baja intensidad; lo cual, a lo largo de 500 años de abuso 
continuo e inconsciente, los ha llevado a su conversión en páramos y subpáramos 
secos… razón suficiente para insistir, en forma reiterada, en su conservación y 
remediación. 
 
El Banco Mundial, el 6 de abril de 2011, en un estudio elaborado bajo la dirección del 
colombiano Walter Vergara, manifiesta que el cambio climático se hará sentir con 
mayor severidad en la alta montaña, que en las partes bajas de la geografía. En los 
Andes está llevando a la pérdida acelerada de los glaciares. En Colombia durante los 
últimos treinta (30) años se ha pasado de 34 a solo 6 glaciares. También se presenta 
pérdida acelerada de la humedad de los páramos y mayor frecuencia de climas 
extremos, con sequías, lluvias torrenciales y el cambio en el régimen de lluvias. Para 
este estudio se tuvieron en cuenta tres aspectos importantes:  
 
1) Las microcuencas. 
2) El análisis del clima para prever futuros escenarios. 
3) La hidrología para correlacionar glaciares y páramos. 
 
Se utilizaron modelos matemáticos desarrollados en Japón y EE UU, se compararon 
las predicciones con lo ocurrido en los últimos veinte (20) años en el Perú. De modelo 
se usaron dos cuencas en el Perú. Se utilizó el periodo 1970-1984 para calibrar y 
1995 – 1998 para validarlo. 
 
El estudio pudo medir que en el Perú se presentó una disminución de la cantidad de 
agua disponible, entre el 18 y el 21%. Trasladado a nuestro país, como Colombia tiene 
la mitad de los páramos del planeta, el IDEAM pronosticó una disminución de por lo 

menos el 30% en la cantidad de agua disponible, para los próximos 20 años… lo cual 
está a la vuelta de la esquina.  
 
Dado que la población colombiana se ubica en un 70% en zonas de páramos y en 
zonas aledañas a ellos, o depende de estas fábricas de agua… el efecto del cambio 
climático nos va a afectar desde la Guajira hasta Nariño; es decir, casi todo el territorio 
está siendo afectado. Como se puede apreciar, la situación es gravísima para los que 
habitan en esta zona de páramos, o sus zonas de influencia aguas abajo. 
 
De otra parte, es importante señalar que en este territorio se denota una mayor 
preocupación por el grado de amenaza y una mayor predisposición a la vulnerabilidad 
biológica en razón de: la restricción de distribución de las especies, la ocurrencia 
frecuente de espasmos de extinción que se han venido sucediendo desde el 
pleniglaciar, la destrucción masiva de los hábitats naturales (más del 70 % del área 
ha perdido su cobertura original), y el aumento demográfico de la población. El páramo 
y subpáramo entendido como un ecosistema en toda su extensión: vertical y 
horizontalmente ha jugado un papel insustituible en el desarrollo de la sociedad 
colombiana. En sus faldas se ha asentado, casi toda nuestra civilización desde la 
época de nuestros ancestros indígenas. 
 
Las dos formas de lluvia (la vertical y la horizontal), continuamente están permitiendo 
la recarga de los acuíferos a los diferentes niveles altitudinales. Porque es importante 
decir que no solo se capta la lluvia en la parte más alta, sino que todos los bosques 
en la zona de subpáramos, bosque alto andino y zonas de amortiguación, reciben al 
contacto de las nubes por el choque con el follaje, importantes cantidades de lluvia, 
la cual pasa a engrosar las fuentes superficiales y, en mayor proporción, las aguas 
subterráneas. 
 
Basados en la información precedente es dable establecer las siguientes 
conclusiones: 
 

 Desde el punto de vista del cambio climático Colombia se encuentra en una 
condición grave de potencial desabastecimiento de agua. 

 El proceso de deterioro de los páramos en su unidad integral, desde arriba 
hasta la zona de amortiguación, contribuye a menguar el agua superficial y 
subterránea.  

 Hablar de una delimitación de páramo para legitimar la mega minería de esa 
línea hacia abajo, no tiene soporte técnico desde el punto de vista de la 
geología y la hidrogeología. 

 No es posible, según la legislación colombiana, que existan procesos mineros 
aguas arriba de las captaciones de los acueductos. Todos los permisos están 
por encima de las captaciones. 

 La Constitución Política que nos rige actualmente, establece claramente en los 
Artículos: 2°, 8°, 58°,79°,80° “que los ciudadanos tenemos derecho a un 
ambiente sano y que la ley garantizará la participación de los ciudadanos en 
las decisiones que puedan afectarlo”. 

 En Colombia no existe un solo estudio hidrogeológico en extensión y 
profundidad, que permita cuantificar el daño irreparable que se haría a las 
aguas subterráneas, si se llega a realizar mega minería en zonas de páramo, 
subpáramo, bosque andino o zona de transición. 

 Tampoco existen estudios que cuantifiquen los daños causados a medio país, 
por la descarga, durante decenas de años, de las aguas ácidas ricas en 
minerales pesados, insumos tóxicos e isótopos radioactivos. 

 Los resultados de la mega minería a nivel mundial han demostrado, hasta la 
saciedad, la pérdida del tejido social, el deterioro de la economía en razón de 
las expectativas de mejores ingresos para unos pocos pobladores, el 
desplazamiento forzado de los pobladores, la sustitución de las funciones del 
Estado con dádivas engañosas, y la pérdida de autonomía de las autoridades 
locales convirtiéndose la mega minera en cogobierno.  

4. Antecedentes Jurídicos y Legales  

En el ordenamiento jurídico nacional encontramos como antecedentes en materia de 
delimitación y protección de ecosistemas estratégicos de páramo el artículo 3º de la 
Ley 1382 de 2010. En este mismo sentido y reiterando la prohibición de realización 
de actividades extractivas en zonas de páramo encontramos el artículo 202 de la Ley 
1450 de 2011. El artículo 16 de la Ley 373 de 1997, modificado por el artículo 89 de 
la Ley 812 de 2003, establece la siguiente premisa jurídica: 

  

“(…) las zonas de páramo, bosques de niebla y áreas de influencia de nacimientos 
acuíferos y de estrellas fluviales, deberán ser adquiridos o protegidos con carácter 
prioritario por las autoridades ambientales, entidades territoriales y entidades 
administrativas de la jurisdicción correspondiente (…)”. 

 

Igualmente, el Decreto 2372 de 2010, del Ministerio de Ambiente, en el Artículo 29 
dice: 

“ECOSISTEMAS ESTRATÉGICOS: Las zonas de páramos, subpáramos, los 
nacimientos de agua y las zonas de recarga de acuíferos como áreas de especial 
importancia ecológica gozan de protección especial, por lo que las autoridades 

ambientales deberán adelantar las acciones tendientes a su conservación y 
manejo, las que podrán incluir su designación como áreas protegidas bajo alguna 
de las categorías de manejo previstas en el presente decreto”. 

El mismo decreto 2372 de 2010, en el artículo 31 dice:  

“FUNCIÓN AMORTIGUADORA: El ordenamiento territorial de la superficie de 
territorio circunvecina y colindante a las áreas protegidas deberá cumplir una 
función amortiguadora que permita mitigar los impactos negativos que las 
acciones humanas puedan causar sobre dichas áreas”. 

Por otro lado, la ley 1753 de 2015 en su artículo 20 al regular las áreas de reserva 
para el desarrollo minero incluye en su inciso final la prohibición en el sentido de que 
no podrán ser áreas de reservas para el desarrollo minero las áreas delimitadas como 
páramos y humedales.  

No obstante, la interpretación sistémica de la norma evidenciaba un vacío en la 
protección que a pesar del contenido del artículo 173 de la misma ley no brindaba 
garantías suficientes lo que se inscribe en una línea jurisprudencial en torno a la 
materia inaugurada en las Sentencias C-339 de 2002 y C-443 de 2009, donde se 
establece que: 

Existe un “deber estatal de delimitación y protección de áreas de especial 
importancia ecológica, en particular, de los páramos” y que los páramos están 
excluidos de las zonas de explotación minera. Para sustentar esta afirmación. 

Esta misma línea es recogida por la sentencia C-035 de 2016, bajo el entendido que:  

“La creación de las áreas de especial importancia ecológica persigue distintas 
finalidades, tales como: (i) asegurar la continuidad de los procesos ecológicos y 
evolutivos naturales para mantener la diversidad biológica; (ii) garantizar la oferta 
de bienes y servicios ambientales esenciales para el bienestar humano; y (iii) 
garantizar la permanencia del medio natural, o de alguno de sus componentes, 
como fundamento para el mantenimiento de la diversidad cultural del país y de la 
valoración social de la naturaleza.” 

La sentencia T- 361 de 2017 de forma expresa, señala los principios a tener presente 
en los procesos de delimitación como el descrito en el presente proyecto, así indica:    

“El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible debe tener en cuenta los 
siguientes criterios al momento de delimitar los páramos y fijar el contenido de la 
resolución (…): i) la justicia distributiva, que advierte la equidad en el acceso a 
servicios y beneficios ambientales. Este mandato incluye la igualdad en el reparto 
de cargas contaminantes y la compensación por la prohibición de actividades 
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permitidas que eran fuente de sustento para una comunidad, empero se 
encuentran vedadas por afectar el ambiente. Es importante resaltar el derecho que 
tienen todas las personas a vivir en un ambiente saludable sin importar su raza, 
origen étnico o sus ingresos económicos; ii) la participación de las personas que 
se ven afectadas con la determinación de las fronteras de los páramos, 
intervención que incluye su trámite de expedición y el control a las medidas; iii) el 
desarrollo sostenible, aspecto que debe garantizar que las generaciones futuras 
gocen de los ecosistemas paramunos, de modo que los procesos económicos y 
sociales que recaen sobre ellos deben ser reproducibles sin su deterioro; y iv) la 
vigencia del principio de precaución, mandato que impone el deber de abstención 
a las autoridades de permitir la ejecución de una conducta, cuando exista una duda 
razonable de que el acto pueda causar un daño a los entornos ecológicos de 
páramo. En esta faceta, el Ministerio tiene la obligación de tener en cuenta la 
extrema fragilidad de los ecosistemas paramunos y su poca capacidad de 
resiliencia.” 

Entre otros principios señalados por la Corte Constitucional en la misma sentencia, 
se ha indicado que:  

13.3. La Constitución y los diversos instrumentos internacionales concretaron los 
aspectos esenciales de ese derecho, como son: i) el acceso a la información; ii) la 
participación pública y deliberada de la comunidad. Inclusive, se reconoció el 
respeto de las opiniones de los ciudadanos, de modo que el Estado debe tener en 
cuenta esos aportes al momento de decidir; y iii) la existencia de mecanismos 
administrativos y judiciales para la defensa de los anteriores contenidos 
normativos. A continuación, la Sala entrará a esbozar algunos lineamientos de 
cada faceta mencionada del derecho a la participación ambiental. 

13.4. De acuerdo con el marco normativo expuesto en la supra 13.2, la 
Constitución de 1991 reconoció que la participación ambiental se mueve en los 
ámbitos político, judicial y administrativo. El primero abarca el ejercicio de la 
ciudadanía y el respeto del principio mayoritario a través de los mecanismos de 
democracia representativa, directa y semidirecta. El segundo comprende la 
utilización de acciones o medios de control ante los jueces para obtener la 
protección del orden jurídico o de los derechos. El tercero se refiere a la 
intervención de la comunidad en las decisiones de la administración que impactan 
sus formas de vida. En cada uno de esos campos existen formas de participación 
concretas consignadas en la norma superior y la ley. 

Igualmente, la Constitución Nacional ha establecido otras premisas:  

 Es obligación del Estado permitir la participación plena de todos los 
ciudadanos, en cualquier situación que los pueda afectar (Art. 2°). 

 Es obligación de Estado proteger las riquezas culturales y naturales del país 
(Artí. 8°). 

 Los ciudadanos tienen derecho a gozar de un ambiente sano. Es deber del 
Estado proteger las áreas de importancia ecológica, para la vida, y educar en 
este sentido (Art. 79°). 

 El Estado propenderá por el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales, asegurando su conservación, desarrollo sostenible y preservación; 
controlando los factores de deterioro ambiental (Art. 80°). 

Finalmente, la Ley 99 de 1993, la cual crea el Sistema Nacional Ambiental (SINA), 
establece:  
 

 “Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de 
recarga de acuíferos serán objeto de protección especial” (Art. 1°, numeral 4). 

 “En la utilización de los recursos hídricos, el consumo humano tendrá prioridad 
sobre cualquier otro uso” (Art. 1°, numeral 5).  

 “La formulación de las políticas ambientales tendrán en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y 
los particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, 
cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente” (Art. 1°, 
numeral 6). 

 “Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros 
circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya 
destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal” (Art. 61). Artículo que 
debe ser extendido de la misma manera para todos los páramos del país. 

 

IV. PLIEGO DE MODIFICACIONES 
 

TEXTO ORIGINAL DEL 
PROYECTO 

TEXTO PROPUESTO 
PARA PRIMER DEBATE OBSERVACIONES 

“Por medio de la cual se 
ordena la delimitación de 
áreas de subpáramo en el 
territorio nacional” 

“Por medio de la cual se 
ordena la delimitación de la 
zona de transición, 
comprendida por las áreas 
de subpáramo, bosque alto 
andino y las  zonas de 
amortiguación, en el 
territorio nacional” 

Se cambia la 
expresión “áreas de 

subpáramo” por 
“zona de transición”, 

dejando la 
expresión “áreas de 

subpáramo”, e 
incluyendo “el 

bosque alto andino 
y las zonas de 
amortiguación”, 

para que sea más 
explícito qué es una 
zona de transición. 

ARTÍCULO 1°. Objeto: 
Establecer la obligación de 
la inclusión de la zona de 
transición bosque alto 
andino - páramo, al 
momento de la delimitación 
de subpáramos, con la 
finalidad de excluir las 
actividades de gran impacto 
ambiental sobre los 
ecosistemas de páramo. 

ARTÍCULO 1°. Objeto: 
Establecer la obligación de 
la inclusión de la zona de 
transición, comprendida por 
la zona de amortiguación, 
bosque alto andino y 
subpáramo, al momento de 
la delimitación de páramos, 
con la finalidad de excluir las 
actividades de gran impacto 
ambiental sobre los 
ecosistemas de páramo. 

Se cambia la 
redacción para 

dejar más claro el 
objeto del Proyecto 

de Ley. 

ARTÍCULO 2°. Principios: 
La presente ley se rige 
según los principios 
contenidos en la Ley 1930 
de 2018 (Por medio de la 
cual se dictan disposiciones 
para la gestión integral de 
los páramos en Colombia) 

ARTÍCULO 2°. Principios: 
La presente ley se rige 
según los principios 
contenidos en la Ley 1930 
de 2018 (Por medio de la 
cual se dictan disposiciones 
para la gestión integral de 
los páramos en Colombia) 
 

No se realizaron 
cambios. 

 

ARTÍCULO 3°. 
El Gobierno nacional por 
intermedio del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo 
Sostenible incluirá en un 
periodo no superior a dos 
años las zonas de transición 
en los páramos que hayan 
sido delimitados a la fecha 
en todo el territorio nacional. 

ARTÍCULO 3°.  
El Gobierno Nacional por 
intermedio del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, incluirá en un 
periodo no superior a dos 
años, las zonas de transición 
en los páramos que hayan 
sido delimitados a la fecha, 
en todo el territorio nacional. 

No se realizaron 
cambios 

ARTÍCULO 4°.  Inclusión 
de las zonas de transición: 
El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible 
delimitará las zonas de 
transición con base en el 
área de referencia generada 
por el Instituto de 

ARTÍCULO 4°.  Inclusión 
de las zonas de transición: 
El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible 
delimitará las zonas de 
transición con base en el 
área de referencia generada 
por el Instituto de 

No se realizaron 
cambios. 

 

Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander von 
Humboldt a escala 1:25.000 
o la que esté disponible y los 
estudios técnicos, 
económicos, sociales y 
ambientales elaborados por 
la autoridad ambiental 
regional, las universidades 
acreditadas, el IDEAM y el 
Servicio Geológico 
Colombiano de conformidad 
con los términos de 
referencia expedidos por el 
Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible.   

Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander von 
Humboldt a escala 1:25.000 
o la que esté disponible y los 
estudios técnicos, 
económicos, sociales y 
ambientales elaborados por 
la autoridad ambiental 
regional, las universidades 
acreditadas, el IDEAM y el 
Servicio Geológico 
Colombiano de conformidad 
con los términos de 
referencia expedidos por el 
Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible. 

ARTÍCULO 5°.  
Adiciónese al artículo 5° 
de la ley 1930 de 2018 el 
siguiente numeral: 
14. Se prohíbe todo tipo de 
minería a gran escala en la 
zona de transición. 

ARTÍCULO 5°.  
Adiciónese al artículo 5° 
de la ley 1930 de 2018 el 
siguiente numeral: 
14. Se prohíbe todo tipo de 
minería a gran escala en la 
zona de transición. 

No se realizaron 
cambios. 

ARTÍCULO 6°. 
El incumplimiento de lo aquí 
ordenado dará lugar a la 
imposición de las medidas 
preventivas y sancionatorias 
contempladas por la Ley 
1333 de 2009, o las normas 
que lo modifiquen o 
sustituyan, sin perjuicio de 
las demás acciones penales 
y civiles a que haya lugar. 
Las medidas serán 
aplicables a quien realice, 
promueva o facilite las 
actividades contempladas 
en el Artículo 5° de 
conformidad con el 
procedimiento y 
competencias previstas en 
la Ley 1930 de 2018. 

ARTÍCULO 6°. 
El incumplimiento de lo aquí 
ordenado dará lugar a la 
imposición de las medidas 
preventivas y sancionatorias 
contempladas por la Ley 
1333 de 2009, o las normas 
que lo modifiquen o 
sustituyan, sin perjuicio de 
las demás acciones penales 
y civiles a que haya lugar. 
Las medidas serán 
aplicables a quien realice, 
promueva o facilite las 
actividades contempladas 
en el Artículo 5° de 
conformidad con el 
procedimiento y 
competencias previstas en 
la Ley 1930 de 2018. 

No se realizaron 
cambios. 

ARTÍCULO 7°. Bonos de 
carbono: El Gobierno 

ARTÍCULO 7°. Bonos de 
carbono: El Gobierno 

No se realizaron 
cambios. 
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nacional iniciará el proceso 
de medición y certificación 
internacional de la 
capacidad de captura de 
carbono de los páramos con 
la finalidad de constituir 
bonos de carbono. 
Los recursos producto de 
estos bonos serán 
destinados a la reconversión 
productiva de los habitantes 
de páramos y actividades de 
conservación de los 
ecosistemas de páramo, de 
conformidad con las 
destinaciones contenidas en 
el fondo estipulado en el 
artículo 223 de la Ley 1819 
de 2016. 

nacional iniciará el proceso 
de medición y certificación 
internacional de la 
capacidad de captura de 
carbono de los páramos con 
la finalidad de constituir 
bonos de carbono. 
Los recursos producto de 
estos bonos serán 
destinados a la reconversión 
productiva de los habitantes 
de páramos y actividades de 
conservación de los 
ecosistemas de páramo, de 
conformidad con las 
destinaciones contenidas en 
el fondo estipulado en el 
artículo 223 de la Ley 1819 
de 2016. 

ARTÍCULO 8°. Vigencia: La 
presente Ley rige a partir de 
su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

ARTÍCULO 8°. Vigencia: La 
presente Ley rige a partir de 
su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

No se realizaron 
cambios. 

 
V. PROPOSICIÓN  

 
Con fundamento en las consideraciones expuestas, le solicitamos a la Honorable 
Comisión Quinta de la Cámara de Representantes, dar primer debate al  Proyecto 
Ley No. 082 de 2020 “Por medio de la cual se ordena la delimitación de áreas de 
subpáramo en el territorio nacional”. 

 
Cordialmente,  

 
 
 
 
                                               _______________________ 

CÉSAR AUGUSTO ORTIZ ZORRO 
Representante a la Cámara por Casanare 

Ponente 

 
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 082 DE 2020 

CÁMARA  
 

PROYECTO DE LEY N °082 DE 2020 CÁMARA 

“Por medio de la cual se ordena la delimitación de la zona de transición, comprendida 

por las áreas de subpáramo, bosque alto andino y las zonas de amortiguación, en el 

territorio nacional”

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1°. Objeto: Establecer la obligación de la inclusión de la zona de transición, 

comprendida por la zona de amortiguación, bosque alto andino y subpáramo, al momento 

de la delimitación de páramos, con la finalidad de excluir las actividades de gran impacto 

ambiental sobre los ecosistemas de páramo. 

ARTÍCULO 2°. Principios: La presente ley se rige según los principios contenidos en la 

Ley 1930 de 2018 (Por medio de la cual se dictan disposiciones para la gestión integral 

de los páramos en Colombia). 

ARTÍCULO 3°. El Gobierno nacional por intermedio del Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, incluirá en un periodo no superior a dos años, el subpáramo, el 

bosque alto andino y las zonas de amortiguación, en los páramos que hayan sido 

delimitados a la fecha, en todo el territorio nacional. 

ARTÍCULO 4°.  Inclusión de las zonas de transición: El Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible delimitará las zonas de transición con base en el área de referencia 

generada por el Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander von 

Humboldt a escala 1:25.000 o la que esté disponible y los estudios técnicos, económicos, 

sociales y ambientales elaborados por la autoridad ambiental regional, las universidades 

acreditadas, el IDEAM y el Servicio Geológico Colombiano de conformidad con los 

términos de referencia expedidos por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.   

ARTÍCULO 5°. Adiciónese al artículo 5° de la ley 1930 de 2018 el siguiente numeral:  

14. Se prohíbe todo tipo de minería a gran escala en la zona de transición.  

ARTÍCULO 6°. El incumplimiento de lo aquí ordenado dará lugar a la imposición de las 

medidas preventivas y sancionatorias contempladas por la Ley 1333 de 2009, o las 

normas que lo modifiquen o sustituyan, sin perjuicio de las demás acciones penales y 

civiles a que haya lugar. Las medidas serán aplicables a quien realice, promueva o facilite 

las actividades contempladas en el Artículo 5° de conformidad con el procedimiento y 

competencias previstas en la Ley 1930 de 2018. 

ARTÍCULO 7°. Bonos de carbono: El Gobierno nacional iniciará el proceso de medición 

y certificación internacional de la capacidad de captura de carbono de los páramos con 

la finalidad de constituir bonos de carbono. 

Los recursos producto de estos bonos serán destinados a la reconversión productiva de 

los habitantes de páramos y actividades de conservación de los ecosistemas de páramo, 

de conformidad con las destinaciones contenidas en el fondo estipulado en el artículo 223 

de la Ley 1819 de 2016. 

ARTÍCULO 8°. Vigencia: La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 

las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
Del Honorable Representante, 
 
 
 
 

 
CÉSAR AUGUSTO ORTIZ ZORRO 

Representante a la Cámara por Casanare 
Ponente 

INFORME DE PONENCIA PARA 
SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 585 DE 2021 -CÁMARA
por medio del cual se amplía y se regula de manera 
temporal y transitoria el rango de consumo básico 

subsidiable para los servicios públicos domiciliarios 
de energía eléctrica y gas combustible, y se dictan 

otras disposiciones.

  
 
 

  
INFORME PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 

585 DE 2021 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE AMPLÍA Y SE REGULA 
DE MANERA TEMPORAL Y TRANSITORIA EL RANGO DE CONSUMO 

BÁSICO SUBSIDIABLE PARA LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 
DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y GAS COMBUSTIBLE, Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 
  

EXPOSICION DE MOTIVOS  
  

CONTENIDO  
I. Consideraciones generales 
II. Trámite del proyecto de ley en primer debate 
III. Objeto del proyecto de ley 
IV. Contenido del proyecto de ley 
V. Justificación del Proyecto de Ley  
VI. Consideraciones de los autores 

A. Consumo Básico de Subsistencia 
B. Problemática actual sobre aumento en el consumo de los servicios 
públicos en los hogares colombianos  
C. Problemática del incremento en las tarifas y morosidad en los servicios 
públicos domiciliarios  
D. Propuesta del proyecto de ley del aumento en el consumo básico de 
subsistencia  
E. Destinación del presupuesto en subsidios para los servicios de energía 
eléctrica y gas combustible.  
F. Antecedentes normativos  

VII. Conceptos 
VIII. Autorización para acceder a recursos del Presupuesto General de La Nación 
IX. Impacto Fiscal 
X. Conflicto de Intereses 
XI. Proposición 
  

I. CONSIDERACIONES GENERALES 
 
En desarrollo de la actividad pública de labor legislativa, que la Constitución Política 
le asigna al Congreso de la República dentro del carácter democrático, participativo 
y pluralista que identifica nuestro Estado Social de Derecho; los Honorables 
Representantes a la Cámara AQUILEO MEDINA ARTEAGA, OSWALDO ARCOS 
BENAVIDES, EMETERIO JOSE MONTES DE CASTRO, RODRIGO ARTURO 
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ROJAS LARA, MILTON HUGO ANGULO VIVEROS, MARTHA PATRICIA 
VILLALBA HODWALKER, radicaron el 14 de abril de 2021 en Cámara de 
Representantes el presente proyecto de ley que busca ampliar el rango de consumo 
básico subsidiable de manera temporal y transitoria para los servicios públicos 
domiciliarios de energía eléctrica y de gas combustible en usuarios residenciales. 
 
Mediante oficio radicado en mayo 07 de 2021 en Secretaría de Cámara de 
Representantes fueron adheridos como coautores los congresistas ATILANO 
ALONSO GIRALDO, ELOY CHICHI QUINTERO, GUSTAVO HERNÁN PUENTES, 
HECTOR VERGARA, JAIRO CRISTO CORREA, MAURICIO PARODI DIAZ, 
MODESTO AGUILERA VIDES, NESTOR LEONARDO RICO, SALIM VILLAMIL 
QUESSEP, JOSÉ AMAR SEPÚLVEDA, ÁNGELA PATRICIA SANCHEZ LEAL. 
 
A partir del año 2020, las empresas de Servicios Públicos han aumentado el costo 
que sufragan sus usuarios por concepto del consumo y demás servicios inherentes, 
al emitir en sus facturas un mayor valor que dificulta en el estado actual de las 
cosas, el pago de estos servicios, aun cuando se ha dieron la posibilidad de diferir 
las facturas de servicios públicos domiciliarios a cuotas de 24 y 36 meses.   

De esta manera se advierte del contenido de las facturas de los Servicios Públicos 
un común denominador, esto es, el aumento excesivo en el valor de las tarifas de 
los servicios públicos domiciliarios, aun cuando mediante diferentes Resoluciones 
la Comisión de Regulación de Energía y Gas y la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico, determinaron prohibir el aumento en el costo 
unitario registrado el día en que fue expedida la Resolución, lo que se conoció como  
“congelamiento en la tarifa”. Sin embargo, los costos que han emitido las empresas 
prestadoras de servicios públicos han tenido unas cifras históricas en sus alzas en 
medio de una emergencia sanitaria y crisis económica por el Covid-19.  

A través de la presente iniciativa, se pretende aumentar el rango de subsistencia o 
consumo básico actual en aproximadamente un 25% a los servicios de energía 
eléctrica y gas combustible hasta el 31 de diciembre del año 2023, para que de esta 
manera se le conceda un subsidio acorde a la normativa constitucional según el 
consumo a los hogares de menores ingresos.  
 

II. TRÁMITE DEL PROYECTO EN PRIMER DEBATE 
 
De conformidad por instrucción de la Mesa Directiva de la Comisión Sexta, el 27 de 
abril de 2021, se designaron como Coordinadores Ponentes para primer debate los 
Honorables Representantes a la Cámara AQUILEO MEDINA ARTEAGA 

(COORDINADOR PONENTE), MARTHA PATRICIA VILLALBA (COORDINADORA 
PONENTE), y como ponentes a los Honorables Representantes RODRIGO ROJAS 
LARA, MÓNICA VALENCIA, MILTON ANGULO, OSWALDO ARCOS. 
 
El texto contentivo de la ponencia para primer debate fue publicado en la Gaceta 
No. 434 del 14 de mayo de 2021. Luego, en cumplimiento del artículo 8º del Acto 
Legislativo 01 de 2003, se anunció su votación en sesión ordinaria del día 19 de 
mayo de 2021. 
 
Posteriormente, en sesión del 2 de junio de 2021, el Proyecto de Ley No. 585 de 
2021 -Cámara- fue aprobado en primer debate, en el seno de la Comisión Sexta 
Constitucional Permanente de la Honorable Cámara de Representantes. Así las 
cosas, queda agotado el requisito de su primer debate para que siga su curso legal 
en segundo debate en la plenaria de la Cámara de Representantes. 
 

III. OBJETO 
 
El presente proyecto de ley tiene como objeto ampliar el rango de consumo básico 
subsidiable de manera temporal y transitoria para los servicios públicos domiciliarios 
de energía eléctrica y de gas combustible en usuarios residenciales, debido al 
aumento del consumo límite de subsistencia que han tenido los hogares 
colombianos por las medidas de aislamiento preventivo obligatorio durante la 
pandemia del Covid-19. 
 

IV. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY  

Durante la cuarentena, los hogares colombianos de estrato 1, 2 y 3 superaron el 
consumo límite de subsistencia, por lo que, una vez superado este rango, las 
empresas prestadoras de servicios públicos aplicaron su tarifa, pero sin subsidio, 
es decir al costo pleno del servicio. Los rangos de consumo actualmente vigentes 
en los servicios de energía, y gas fueron establecidos a mediados de los años 
noventa y el único que desde entonces se ha modificado es el de energía.  
 
Con la declaratoria de Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, las 
medidas de aislamiento preventivo obligatorio, el trabajo en casa y las clases 
virtuales, se les ordenó a los colombianos permanecer en sus hogares con medidas 
de aislamiento para mitigar los efectos de la propagación del Covid-19, y donde se 
ha visibilizado que el consumo en los servicios públicos en las viviendas ha 
superado el rango del consumo básico de subsistencia.   

  
Actualmente según lo estipulado en la Ley 142 de 1994 para el servicio de energía 
eléctrica se aplica al estrato 1, hasta el 60% de descuento como subsidio, al estrato 
2 hasta el 50% y para el estrato 3, hasta el 15%, detallando que solo se aplica sobre 
los primeros 173 kWh-mes consumidos en municipios de climas cálidos y sobre los 
primeros 130 kWh-mes consumidos en municipios de climas templado. Para el 
servicio de gas combustible se aplica el 60% para el estrato 1 y el 50% para el 
estrato 2, sobre los primero 20 m3 consumidos.   
  
Cabe resaltar, que gran parte de las empresas de servicios públicos aún durante el 
estado de emergencia por la pandemia del Covid-19, no han aplicado de manera 
neta el porcentaje de subsidio 60% - 50% - 15%, sino que emiten el subsidio en un 
rango promedio entre 40-50% y 50-60%, como lo hizo por ejemplo la empresa de 
energía “EBSA Boyacá” en el mes de marzo de 2020, que aplicó un subsidio del 
55% para el estrato 1, un 43,7% para el estrato 2, y un 15% para el estrato 3, 
disminuyendo el auxilio que se le otorga a las familias con mayores necesidades 
de subsistencia.  
  
Por ende, dada la difícil situación económica por la que están atravesando las 
familias colombianas más vulnerables, quienes además han disminuido sus 
ingresos, teniendo dificultades para suplir su necesidades básicas y poder pagar 
las facturas de los servicios públicos con altos costos, se propone aumentar el 
rango de subsistencia o consumo básico actual en un 25% a los servicios de 
energía eléctrica y gas combustible hasta el 31 de diciembre del año 2023, para 
que de esta manera se le conceda un subsidio acorde a la normativa constitucional 
sobre el consumo a las hogares de menores ingresos.  
 
Con los efectos adversos por la pandemia del Covid-19, se vislumbró aún más la 
preexistencia de la pobreza y la desigualdad en Colombia, es la población 
vulnerada y vulnerable de los estratos 1, 2 y 3 la que está llevando la peor parte de 
esta debacle. Según el DANE, entre los años 2018 y 2019, hubo un incremento en 
la incidencia de la pobreza monetaria, en el total nacional, de un punto porcentual. 
La pobreza monetaria en Colombia subió a 35,7% de la población durante el 2019, 
frente al 34,7% en el 2018, lo que representa que 661.899 personas ingresaron a 
esta situación. El Dane también reveló el año anterior que, una persona que está 
por encima de la línea de pobreza monetaria extrema es aquella cuyos ingresos 
suman 137.350 pesos al mes y que, para el caso de un hogar, conformado por 
cuatro individuos, esos recursos son 549.400 pesos mensuales.   

  
Según un informe del CEDE de la Facultad de Economía de la Universidad de los  
Andes plantea que el actual panorama de crisis “tendría un efecto especialmente 
importante en las clases medias vulnerables. Una buena parte de los hogares con 
ingresos cercanos, pero superiores a la línea de vulnerabilidad (por cerca de 
$400.000 mensuales) caería en situación de pobreza monetaria”.  

Sobre el particular, el Fondo Monetario Internacional -FMI- mediante Comunicado 
de Prensa No. 20/114 del 27 de marzo de 2020, publicó la "Declaración conjunta 
del presidente del Comité Monetario y Financiero Internacional y la Directora 
Gerente del Fondo Monetario Internacional", la cual expresa: “(…) Estamos en una 
situación sin precedentes en la que una pandemia mundial se ha convertido en una 
crisis económica y financiera. Dada la interrupción repentina de la actividad 
económica, el producto mundial se contraerá́ en 2020. Los países miembros ya han 
tomado medidas extraordinarias para salvar vidas y salvaguardar la actividad 
económica. Pero es necesario hacer más. Se debe dar prioridad al apoyo fiscal 
focalizado para los hogares y las empresas vulnerables a fin de acelerar y afianzar 
la recuperación en 2021 (…)”.  
 

V. CONTENIDO DEL PROYECTO 
 
La iniciativa que se estudia busca aumentar el rango de subsistencia o consumo 
básico actual en aproximadamente un 25% a los servicios de energía eléctrica y 
gas combustible hasta el 31 de diciembre del año 2023.  
 
En la exposición de motivos, los autores de la iniciativa concretan la necesidad de 
la propuesta exponiendo la problemática sobre el aumento en las tarifas de los 
servicios públicos, la superación del rango de consumo básico subsidiable de estos 
mismo por parte de los hogares colombianos durante los últimos años, la no 
aplicación de manera neta por parte de las empresas de servicios públicos del 
porcentaje de subsidio 60% - 50% - 15% durante la pandemia del Covid-19, la 
morosidad en el pago de los servicios de energía y gas que se ha mantenido en 
alza, la falta de actualización de los estudios regulados en el año 2006 sobre el 
consumo básico subsidiable, así como la preexistencia de la pobreza y la 
desigualdad en Colombia, donde la población vulnerada y vulnerable de los estratos 
1, 2 y 3 la que está llevando la peor parte de esta debacle. 
 
Dentro del contenido de la iniciativa, el articulado propone fundamentalmente lo 
siguiente: 
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El artículo 1° establece el objeto del proyecto de ley, que es ampliar el rango de 
consumo básico subsidiable de manera temporal y transitoria para los servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica y de gas combustible en usuarios 
residenciales. 
 
En el artículo 2° establece un nuevo rango de consumo básico subsidiable, el rango 
de servicio público domiciliario de energía eléctrica para los municipios situados en 
clima cálido pasaría de 173 kWh-mes (regulación actual) a 220 kWh-mes (proyecto 
de ley), mientras que para los municipios ubicados en clima templado pasaría de 
130 KWh-mes (regulación actual) a 163 KWh-mes (proyecto de ley). 
 
El cambio en el consumo de subsistencia en el servicio de energía también se 
establece para barrios subnormales. Por lo cual, para los municipios situados en 
clima cálido pasaría de 184 kWh-mes (regulación actual) a 230 kWh-mes (proyecto 
de ley), en cambio para los municipios ubicados en clima templado cambiaría de 
138 kWh-mes (regulación actual) a 173 kWh-mes (proyecto de ley) 
 
También establece un nuevo rango de consumo básico subsidiable para el servicio 
de gas combustible que pasaría de 20 m3 a 25 m3.  
 
En el artículo 3° establece que el término en que se aplicará el aumento en el 
Consumo Básico de Subsistencia será hasta el 31 de diciembre del año 2023, por 
lo cual  se concibe que esta medida es transitoria.  
 
En el artículo 4° se faculta al Ministerio de Minas y Energía por intermedio de la 
UPME - Unidad de Planeación Minero-Energética para realizar unos nuevos 
estudios para determinar un nuevo Consumo de Subsistencia en el servicio de 
energía eléctrica y de gas combustible. 
 
En el artículo 5° se autoriza al Gobierno Nacional para financiar la ampliación del 
consumo básico subsidiable que se crea en la presente ley con cargo a los Recursos 
del Fondo de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos - FSSRI, así 
como del Fondo de Energía Social - FOES, a cargo del Ministerio de Minas y 
Energía o a través del Fondo de Mitigación de Emergencias -FOME.  
 
En el mismo sentido se agrega un parágrafo donde se establece que no serán 
responsables solidarios para la obtención de los recursos de la ampliación del 
consumo básico subsidiable, los usuarios de los estratos 4, 5 y 6, y los usuarios 
comerciales e industriales.   

Conforme al concepto emitido el día 25 de mayo de 2021 por el Ministerio de 
Minas y Energía al proyecto de ley, en la iniciativa se incluyó el parágrafo 2 donde 
se autoriza al Gobierno Nacional financiar con cargo al Presupuesto General de 
la Nación las apropiaciones requeridas para la ejecución e implementación del 
proyecto de ley. 
 
En el artículo 6° por proposición avalada se incluye que las empresas prestadoras 
de servicios públicos domiciliarios de energía eléctrica y gas combustible realizarán 
campañas de difusión a los usuarios de manera que se informe de forma completa, 
precisa y oportuna, la aplicación de lo dispuesto en este proyecto de ley. 
 
Finamente en artículo 7° se contempla su promulgación. 
 

VI. CONSIDERACIONES GENERALES DE LOS AUTORES 
 

A. CONSUMO BÁSICO DE SUBSISTENCIA 
  

La definición legal de consumo de subsistencia (Art. 11, Ley 143/94) es la siguiente:  
  

“Se define como consumo de subsistencia, la cantidad mínima de 
electricidad utilizada en un mes por un usuario típico para satisfacer 
necesidades básicas que solamente pueden ser satisfechas mediante esta 
forma de energía final. Para el cálculo del consumo de subsistencia solo 
podrá tenerse en cuenta los energéticos sustitutos cuando estos estén 
disponibles para ser utilizados por estos usuarios”.  

  
Para la identificación y jerarquización de las necesidades básicas se toma en 
cuenta en general el marco teórico establecido por la “Teoría del Desarrollo 
Humano” 1. En particular se toma la tesis del psicólogo y humanista Abraham 
Maslow, quien propone cinco sistemas de necesidades básicas ordenadas 
jerárquicamente.  
  
Ahora bien, debido a la característica de que cada electrodoméstico posee un uso 
principal para el cual es técnicamente eficiente, puede efectuarse la asociación 

 
1 Maslow, Abraham. “Motivación y Personalidad”, Publicación Sagitario, Barcelona, 1963.  
Maslow, Abraham. “La Amplitud Potencial de la Naturaleza Humana”, Editorial Trillos, Mexico, 1982.  
Maslow, Abraham. “El Hombre Autorrealizado: Hacia una Psicología del Ser”, Editorial Kairos, Barcelona, 1993.  

entre ellos y los sistemas de necesidades según Maslow. Este se ilustra en la Tabla  
1.   
  
 NECESIDADES Y EQUIPO DOMESTICO ASOCIADO  

Sistema  Necesidad  Equipo  
  

1. FISIOLOGICAS  
1. ALIMENTACION    

  
a. Preparación  

Licuadora, molino eléctrico, procesador, batidora, 
cuchillo eléctrico, etc.  

b. Cocción  Estufa, horno convencional, horno microondas, etc.  
 c. Preservación  Nevera, refrigerador, congelador, nevecón, etc.  

2. TEMPERATURAS  
EXTREMAS  

  
Calefacción, aire acondicionado, cobijas térmicas, etc.  

  
3. ALIVIAR LA FATIGA  

Iluminación, lavadora, secadora de ropa, aspiradora, 
brilladora, etc.  

4. ESTIMULACION  
SENSORIAL  

Iluminación: bombillas incandescentes, tubos 
fluorescentes; reflectores, etc.  

  
5. ACTIVIDAD  

  
Timbre, ascensor, control electrónico de puertas, etc.  

  
2. DE SEGURIDAD  

  
SEGURIDAD INTERNA Y 
EXTERNA  

  
Bombillas incandescentes, tubos fluorescentes, timbre, 
alarma, citófono, circuito cerrado de TV, etc.  

  
3. DE AMOR  

AFILIACION, ACEPTACION, 
PERTENENCIA, STATUS  

Radio-casetera, TV, grabadora, equipo de sonido, video-
grabadora, pantalla de cine, etc.  

  
4. DE ESTIMACION  

EXITO, APROBACION,  
COMPETENCIA,  
RECONOCIMIENTO  

Ducha eléctrica, plancha, calentador de agua, 
secador de pelo, equipos de belleza, afeitadora 
eléctrica, vaporizador, equipos de gimnasia, etc.  

  
5. AUTORREALIZACION  

  
CRECIMIENTO PERSONAL,  
CURIOSIDAD, COMODIDAD  
AMBIENTAL  

Radio-casetera, TV, video-grabadora, máquina de 
escribir eléctrica, equipo de sonido, computador, FAX, 
herramientas eléctricas, ventilador, juguetes y juegos 
electrónicos, etc.  

Tabla 1: Fuente. 1993, Maslow, Abraham. “El Hombre Autorrealizado: Hacia una Psicología del 
Ser”.  
  
Los consumidores revelan sus necesidades básicas cuando optan por incurrir en 
costos como medio para satisfacerlas comprando los electrodomésticos, en 
consecuencia, el análisis estadístico de la dotación de electrodomésticos permite 
identificar las necesidades básicas que efectivamente existen en el grupo social 
en consideración.  

  

 
  
Tabla 2: Regulación del consumo de subsistencia actual para los servicios de Acueducto y 
Alcantarillado, Energía Eléctrica y Gas Combustible.  
   

CONSUMO DE SUBSISTENCIA | SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA   
  
Para el caso de la electricidad, la Ley 143 de 1994 en su artículo 11 define el 
consumo de subsistencia como la cantidad mínima de electricidad utilidad en un 
mes por un usuario para satisfacer sus necesidades básicas que solamente puedan 
ser satisfechas mediante esta forma de energía final.   
  
Dando pauta al acontecer histórico del régimen legal de los subsidios en el servicio 
de energía eléctrica, por medio del Decreto 2545 de 1984 y la Resolución 86 de 
1986 de la Junta Nacional de Tarifas, para el sector residencial se definieron tres 
rangos de consumo: básico, hasta 200 KWh-mes; intermedio, entre 200 y 400 
KWhmes y superior o suntuario, más de 400 KWh-mes. Con la Resolución CREG 
114 de 1996 y la Ley 188 de 1995, se fijó el consumo de subsistencia en 200 KWh-
mes.  
  
Desde entonces la estructura tarifaria de los servicios públicos domiciliarios – 
energía eléctrica y gas– comprende dos rangos de consumo que para efectos de 
la facturación se liquidan con tarifas diferentes. Al rango de consumo básico se 
aplica una tarifa subsidiada en el caso de los estratos 1, 2 y 3. Por encima de ese 
rango la tarifa aplicada es igual al costo pleno del servicio.  

Luego, en el año de 2004, mediante la Resolución 0355, la Unidad de Planeación 
Minero-Energética quedó fijada en 173 KWh-mes, para los municipios situados en 
alturas inferiores al 1000 msnm, es decir para climas calientes, y de 130 KWh-mes 
para los municipios en alturas iguales o superiores a 1000 msnm, para climas 
templados y fríos. Estos valores determinados por la UPME para el servicio de 
energía entraron a regir en el año de 2007.   
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Estas fijaciones de valores para el servicio de energía fueron basadas en estudios 
impartidos por las necesidades básicas de los hogares y en asocio con una 
estadística en los electrodomésticos y sus consumos a las necesidades básicas. 
Han pasado cerca de dos décadas en que se fijó este estudio sobre el consumo 
básico de energía y no se ha realizado uno nuevo.  
  

CONSUMO DE SUBSISTENCIA | SERVICIO DE GAS COMBUSTIBLE  
  
Sobre el consumo básico subsidiable de gas, este fue establecido en la Resolución 
124 de 1996 que en el parágrafo 2 del artículo 3 señala: “En ningún caso se otorgará 
subsidio a los consumos superiores al consumo básico de 20 m3”. Para el caso del 
servicio de gas, no parecen existir estudios semejantes para el gas combustible.  
  

ESTUDIOS SOBRE EL CONSUMO DE SUBSISTENCIA PARA EL SERVICIO 
DE ENERGIA ELECTRICA  

 
Según la Unidad de Planeación Minero-Energética, la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas CREG contrató en el año 1997 la realización de un estudio para la 
determinación del consumo de subsistencia que fue actualizado en el año 2003 por 
la misma UPME y en donde se tuvieron en cuenta los siguientes aspectos:  
  
(i) Una aproximación estadística relacionada con electrodomésticos y consumos; 
(ii) Asociación del consumo de subsistencia a la satisfacción de necesidades 
básicas;  
(iii) Utilización de la jerarquía de necesidades de Maslow;  
(iv) Asociación de electrodomésticos a necesidades básicas, y  
  
Con este estudio se identificó que la principal variable regional que afecta el 
consumo de electricidad es el piso térmico. Utilizando parte de las 
recomendaciones del estudio, la UPME expidió la Resolución 355 de 2004; la cual 
modificó el CBS e incluyó la diferenciación por piso térmico quedando de 0 a 1000 
msnm en 173 kWh y en 130 kWh para alturas superiores a 1000 msnm.  
  
La comisión de Regulación de Energía y Gas en el año de 1997 contrató la 
realización de un estudio encaminado a la determinación del consumo de 
subsistencia con la firma consultora IGNACIO CORAL. Dicho estudio tuvo en 
cuenta los siguientes aspectos dentro de la metodología para determinar el 
consumo de subsistencia 1) Una aproximación estadística relacionada con 
electrodomésticos y consumos, 2) Asociación del consumo de subsistencia a la 

  
satisfacción de necesidades básicas, 3) Utilización de la jerarquía de necesidades 
de Maslow, 4) Asociación de electrodomésticos a necesidades básicas, y 5) 
Determinó que la principal variable regional que afecta el consumo de electricidad 
es el peso térmico.2   
  
Dicho estudio fue actualizado por la Unidad de Planeación Minero – Energética en 
el año 2003, incluyendo la influencia de la existencia o no de sustitutos energéticos. 
Esta actualización adelantada por la UPME, analizó las ventajas y desventajas de 
los diferentes escenarios 1) Teniendo en cuenta regiones asociadas a los pisos 
térmicos, 2) Teniendo en cuenta sustitos energéticos, 3) Teniendo en cuenta una 
combinación de los dos anteriores, y 4) Teniendo en cuenta un nivel único de 
consumo de subsistencia para todo el país. Según el estudio, el escenario que, 
consultando las realidades regionales, al tener en cuenta las diferencias en las 
necesidades energéticas de subsistencia ocasionadas por el clima y que es más 
práctico en su aplicación comercial, es el No. 1, o de diferenciación por pisos 
térmicos.3  
  
Para realizar la diferenciación se consideraron dos pisos térmicos: cálido para 
alturas inferiores a 1000 metros sobre el nivel del mar, y templado-frío, para 1000 
ó más metros sobre el nivel del mar. Según información en el IGAC de la altura en 
metros sobre el nivel del mar para las cabeceras de cada municipio del país.4  

En el año 2019 la UPME contrató un estudio para la evaluación del CBS y de esta 
forma determinar si los niveles establecidos se encuentran en concordancia con los 
usos de subsistencia y los adelantos tecnológicos en electrodomésticos y 
gasodomésticos.  
  
La Unidad de Planeación Minero-Energética expresa que este estudio caracterizó 
el consumo de energía eléctrica y gas combustible para las regiones del país y 
separó en tres niveles térmicos el consumo de los hogares, tanto para Sistema 
Interconectado Nacional (SIN) como para Zonas No Interconectadas (ZNI). Con 
base en esta caracterización, los consultores que desarrollaron el estudio 
determinaron un consumo asociado a los principales equipos de uso cotidiano en 
los hogares encuestados, encontrando equipos que varían entre las diferentes 
zonas del país, pisos térmicos y estrato socioeconómico.  
    

 
2 Resolución UPME 0355 de 2004  
3 Resolución UPME 0355 de 2004  
4 Resolución UPME 0355 de 2004  

B. PROBLEMÁTICA ACTUAL SOBRE AUMENTO EN EL CONSUMO DE 
LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN LOS HOGARES COLOMBIANOS 

  
Durante las medidas de aislamiento obligatorio determinadas por el Gobierno 
Nacional dada la emergencia sanitaria y de salud pública por la pandemia del Covid-
19 y durante los últimos años las familias colombianas de los estratos 1, 2 y 3 han 
venido aumentando el consumo en los servicios de energía eléctrica, agua y gas 
combustible.  
  
Sobre el servicio de energía eléctrica:  
  
De acuerdo con la información de la Dirección de Energía Eléctrica recibida por 
parte del Ministerio de Minas y Energía el día 13 de mayo de 2021 se relaciona en 
la siguiente tabla No. 3 discriminado por estrato socioeconómico o sector, el número 
de usuarios atendidos con corte a la Vigencia 2020. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
A nivel nacional en el servicio de energía se beneficiarían 12.442.175 (más de 12 
millones) familias de los estratos 1, 2 y 3 en el país. Es decir, que de los 14.243.223 
hogares que hay en Colombia, se favorecía para el servicio de energía al 87,36 % 
de nuestra población colombiana. 
 
Según información otorgada el día 13 de mayo de 2021 por el Ministerio de Minas 
y Energía y de acuerdo con la información del Sistema Único de Información, se 
presenta en la siguiente gráfica y la tabla No. 4 el histórico del consumo promedio 
de las familias colombianas para las vigencias 2012 – 2020. 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Se concluye según la información entregada por el Ministerio de Minas y Energía, 
que durante los últimos 10 años, vigencia del año 2012 al año 2020, el estrato 1 ha 
venido aumentando en un 112% el consumo en el servicio de energía, pasando de 
un promedio de consumo de 113 kwh a 240 kwh; el estrato 2 en los últimos 9 años 
ha aumentado en un 40% el consumo, pasando de un promedio de consumo de 
143 kwh por mes a 200 kwh; finalmente, el estrato 3 ha aumentado el consumo en 
un 31%, pasando de un promedio de 216 kwh por mes a 283 kwh. Por ende, lleva 
a deducirse que hay una necesidad inminente en que se aumente este consumo 
básico subsidiable y que las familias con escasos recursos tengan un subsidio que 
supla sus necesidades. 
 
En la siguiente gráfica y tabla No. 5 realizada por la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios se visualiza lo concerniente a las cifras en kilovatios sobre el 
promedio de los consumos correspondientes al servicio público de energía eléctrica 
para los estratos 1, 2 y 3 a nivel nacional de marzo a junio del año 2020:  
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Según información relaciona en las anteriores tablas, se estima un aumento en el 
consumo del servicio de energía eléctrica en los hogares colombianos, donde 
superaron aún más el límite de consumo de subsistencia para los meses de marzo, 
abril, mayo y junio del año 2020, tiempo desde que se declaró el Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, con el fin 
de conjurar la grave calamidad pública que afecta al país por causa del Coronavirus 
COVID-19. A partir de esta fecha se dio el cierre de establecimientos comerciales, 
entidades privadas, estatales y todo el sector económico en el país, 
estableciéndose un aislamiento preventivo obligatorio para los habitantes y 
aumentando el consumo en el servicio de energía eléctrica en los hogares 
colombianos.  
  
Sobre el servicio de gas combustible:  
 
De acuerdo con la información de la Dirección de Hidrocarburos recibida por parte 
del Ministerio de Minas y Energía el día 13 de mayo de 2021 se relaciona en la 
siguiente tabla No. 6 los usuarios conectados al servicio de gas combustible (gas 
natural y gas licuado del petróleo por red de tubería) a nivel nacional, por estrato y 
por sector de consumo, con corte a 31 de diciembre de 2020. 
 
 
  
 
 

  

  
  

Tabla 6. Número de usuarios conectados al servicio de gas combustible a fecha del 31 de diciembre de 2020. 
Fuente: Ministerio de Minas y Energía. 
 
Con relación al servicio de gas combustible por redes de todo el país, la 
Superintendencia de Servicios Públicos informó el promedio de consumo por 
estrato - 1, 2 y 3- entre los meses de enero a junio de 2020, se detalla por medio 
de la siguiente tabla No. 7. 
 
  
 
 
 
 
 
Según información concedida por la Superintendencia de Servicios Públicos y de 
acuerdo con la información reportada al Sistema Único de Información se presenta 
en la siguiente table No. 8 el consumo promedio consumido por las familias 
colombianas en el servicio de Gas Licuado del Petróleo y Gas Natural, según estrato 
socioeconómico correspondiente entre el mes de enero a junio del año 2020.  
 

Tabla 8. Promedio consumo por usuario (M3) – Nacional 
 

Estrato  Tipo de gas  Ene-2020  feb-20  mar-20  Abr-2020  may-20  jun-20  
  
Comercial  

GAS NATURAL  215,23  220,37  219,41  135,18  101,05  120,51  
 58,17  4.169,15  4.687,53  3.032,63  1.348,09  30,58  

Estrato  Tipo de gas  Ene-2020  feb-20  mar-20  Abr-2020  may-20  jun -20  
Especial  GAS NATURAL  1.106,38  1.600,86  1.037,47  843,32  828,35  678,51  

 Especial Asistencial  GAS NAT URAL 2.502,32  2.990,53  3.353,17  2.4 16,93  2.262,15  2.68 1,14  
 GLP  4,82  10,32  16,42  7,96  3,54  4,95  

Especial Educativo  GAS NATURAL  47,0 1  125,56  111,34  40.47  33,62  20,76  
  
Estrato 1  

GAS NATURAL  13,8  14,82  13,87  14,35  16,12  15,33  
 GLP  4,48  101,7 88,38  93,39  98,53  4,97 

 Estrato 2  GAS NATURAL  13,57  14,88  13,65  13,62  16,6  15,31  
 GLP  4,76  96,62  90,44  95,35  98,14  5,03  

 Estrato 3  GASNATURAL  11,51  12,7 1  11,75  12,03  14,66  13,08  
 LP  4,65  85,53  76,41  83,28  79,09  4,73  

 Estrato 4  GAS NATURAL  11,81  12,77  12,13  12,45  14,81  13,22  
GLP  4,48  6,4 1  5,98  5,71  4,41  5,13  
GAS NATURAL  13,49  14,31  13,66  14, 12  15,46  14,65  

  
  
Estrato 5  

 GLP  2,35  2,43  2,31  2,56  3,42  3,57  

Estrato 6  GAS NATURAL  20,43  22,16  20,87  21,79  22,52  22,55  
 Industrial  GAS NATURAL  2.556,45  2.615,64  2.661,99  1.811,56  1.490,22  1.547,93  

GLP  689  451,67  205,33  155  284,5  191  
 Oficial  GAS NATURAL  164,3  183,05  195,01  195,05  189,8  171,83  

 GLP  12,05  4.086,78  5.162,97 5.477,73  2.905,71  4,56  
 Fuente: Sistema único de Información, SUI. Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, SSPD.  
 
En la siguiente tabla No. 9 se informa el costo promedio en pesos ($) de cada m3 
facturado para los usuarios del departamento del Tolima entre los años 2015 a 2020, 
el cual la Superintendencia de Servicios Públicos lo obtuvo del Formato B1. 
Información Comercial de Usuarios regulados, certificado al Sistema Único de 
Información- SUI, por prestadores de Gas combustible por redes.  

 
Tabla 9. Valor facturado por M3 consumido en el  

departamento del Tolima ($/M3) 
 

Año Valor Facturado por m3 
consumido ($/m3) 

2015 1.545,45 
2016 1.826,45 
2017 1.750,47 
2018 2.026,51 
2019 2.369,96 
2020 2.721,80 

 
Igualmente, entre los meses de abril y mayo del año 2020, se recibieron quejas por 
parte de los usuarios del servicio de gas de Alcanos en el departamento del Tolima, 
por los cobros emitidos a través de sus facturas, donde se observan consumos por 
encima de los 20 m3. 
 
A continuación, se registra el consumo de usuarios de estratos 1 y 2 en el 
departamento del Tolima, que interpusieron queja ante la Superintendencia de 
Servicios Públicos por su aumento en el consumo que tiene un registro mayor a 20 
m3 en el año 2020. 
 

Tabla 10. Usuarios de estratos 1 y 2 con m3 consumido mayor a 20 en el 
departamento del Tolima. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Hay tres aspectos importantes a resaltar según la información entregada por parte 
de la Superintendencia de Servicios Públicos. La primera, que el consumo de gas 
en los hogares colombianos aumentó desde que los efectos adversos ocasionados 
por la pandemia del covid-19 se empezaron a entrever por las medidas de 
aislamiento preventivo; segundo, que hubo un aumento en la tarifa del servicio 
público de gas, como ejemplo se muestra en la tabla No. 9, que en el departamento 
del Tolima se ha aumentado del año 2015 al 2020 en un 76,12%; y finalmente, cabe 
resaltar que durante este mismo año, miles de quejas presentaron los usuarios de 
estratos 1 y 2 por el registro de aumento en sus tarifas y en su consumo de gas que 
superan los 20 m3, como ejemplo se muestran los datos en la tabla No. 10, donde 
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se visualiza un aumento progresivo en su consumo que se ha reflejado en las 
facturas de los usuarios. 
 
De acuerdo con las tablas 9 y 10 expuestas anteriormente, se concibe que las tarifas 
del servicio de gas han venido aumentando en los últimos años, y que miles de 
quejas y reclamos durante la pandemia han presentaron los hogares colombianos 
ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios por el registro de 
aumento en su consumo que supera los 20 m3, y que pertenecen a las familias más 
vulnerables de los estratos 1 y 2.  
 
Por lo cual se concluye que no “se está incentivando a un consumo desmesurado 
del servicio” por el contrario, con este proyecto de ley se le está otorgando un rango 
de consumo básico subsidiable acorde al promedio de consumo del servicio de gas 
que registran las familias colombianas de escasos recursos, y que por las medidas 
de aislamiento preventivo han aumentado su consumo requiriendo aún más de este 
servicio público.  
 

C. PROBLEMÁTICA DEL INCREMENTO EN LAS TARIFAS Y MOROSIDAD 
EN LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS  

A partir del mes de febrero del año 2020 se dio un aumento excesivo en el valor de 
las tarifas de los servicios públicos domiciliarios, aun cuando mediante diferentes 
Resoluciones la Comisión de Regulación de Energía y Gas y la Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, determinaron prohibir el 
aumento en el costo unitario registrado el día en que fue expedida la Resolución, lo 
que se conoció́ como “congelamiento”, aclarando la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios que el Gobierno Nacional ordenó una prohibición en el 
aumento de estos costos, más no en la tarifa de los servicios públicos5. Durante el 
año 2020 las empresas que prestan el servicio de energía y gas elevaron sus 
tarifas, registrando unas cifras históricas en sus alzas en medio de una emergencia 
sanitaria y crisis económica por el Covid-19.  

La Superintendencia de Servicios Públicos, ha aclarado que la causa principal del 
aumento en las facturas de los servicios públicos ha sido que en buena parte los 
hogares colombianos superaron el consumo de nivel básico de subsistencia (CBS), 
y los kilovatios o metros cúbicos de agua adicionales a este límite se cobran a precio 
pleno, sin subsidio. 

 
5 ‘Cobraron muy alto por el servicio de energía’: La Superservicios, Natasha Avendaño, dijo que empresas no 
contabilizaron el consumo. Autor: El Portafolio https://www.portafolio.co/economia/cobraron-muy-alto-
por-el-servicio-de-energia-541610   

  
Según la Superintendencia de Servicios Públicos, durante el año 2020, en promedio 
el 32 por ciento de los usuarios estrato 1 han tenido un consumo de energía 
eléctrica superior al nivel básico, excediendo su CBS en promedio por 153 kilovatios 
hora. Para el estrato 2, en promedio el 72 por ciento de los clientes realizaron un 
consumo superior al CBS, superando este límite en 165 kilovatios hora, mientras 
que para el estrato 3, el 25 por ciento de los usuarios superaron el límite del 
consumo del CBS en 178 kilovatios hora6.  

La morosidad en el pago de los servicios de energía y gas se ha mantenido en alza. 
De acuerdo con los datos, a la fecha de noviembre de 2020 y en solo siete meses, 
el aumento en la morosidad en el servicio de gas fue cercano al 85 por ciento, toda 
vez que para el 31 de marzo el valor en mora estaba en algo más de 110.000 
millones de pesos. Desde el 15 de septiembre volvió a subir la curva de facturación 
en mora y para inicios de noviembre el monto sin pagar a las empresas en todo el 
país llegó a 204.000 millones de pesos (subió 41 por ciento en dos meses).7  
 

También, el sector comercial es el que ha presentado el mayor crecimiento del valor 
en mora en el servicio de gas, con un aumento del 228 por ciento, mientras que el 
sector residencial representó el 42 por ciento de la mora total al corte del 4 de 
noviembre, con respecto al 31 de marzo8.  

Por su parte, en el servicio de energía eléctrica el saldo total que debían los clientes 
atrasados a noviembre del año 2020 bordeaba los 4 billones de pesos, con un 
aumento del 9 por ciento frente a los 3,62 billones de pesos para el 31 de marzo. 
Los usuarios residenciales, los pertenecientes a los estratos 4 y 3 han sido los que 
tienen un mayor incremento en el valor de mora del servicio, con incrementos de 
50.184 millones de pesos (53 por ciento) y 19.329 millones de pesos (30 por ciento), 
respectivamente9.  

Con lo anterior se concluye que los estratos 4, 5 y 6, además del sector comercial 
e industrial no podrían sostener un aumento en sus tarifas, ni tener responsabilidad 
tarifaria para los recursos de esta ampliación del consumo básico subsidiable para 
los servicios 1, 2 y 3, dada las dificultades por las que atraviesan todos los sectores 
económicos en el país. También se estima una necesidad de una disminución en 

 
6 Tras fin de alivios por pandemia, sube morosidad en servicios públicos. Autor:   
Casa Tiempo. https://www.eltiempo.com/economia/sectores/servicios-publicos-tras-fin-de-alivios-por-
pandemia-sube-de-nuevo-morosidad-en-facturas-549804   
7 Ibidem  
8 Ibidem.  
9 Ibidem.  

  
el valor de las facturas de los servicios públicos de energía y gas, dado el aumento 
en sus tarifas y la situación económica que viven los estratos socioeconómicos más 
vulnerables.   

D. PROPUESTA DEL PROYECTO DE LEY DEL AUMENTO EN EL 
CONSUMO BÁSICO DE SUBSISTENCIA 

 
Energía eléctrica. Por disposición de la Resolución UPME 0355 de 2004, 
actualmente para los municipios localizados en altitudes superiores o iguales a 
1000 metros, el valor del Consumo de Subsistencia (CS) para el servicio de energía 
eléctrica es 130 kWh-mes y en altitudes menores a 1000 metros, el Consumo de 
Subsistencia es 173 kWh-mes.  
 
De esta manera, se propone que para los estratos 1, 2 y 3 del servicio de energía, 
el consumo básico subsidiable quede determinado en un rango de 220 kWh-mes 
para los municipios situados en alturas inferiores al 1000 msnm, y de 163 KWh-mes 
para los municipios en alturas iguales o superiores a 1000 msnm.   
 
Energía eléctrica en barrios subnormales. La Resolución UPME 013 de 2005 
estableció el Consumo de subsistencia para barrios subnormales. Por lo cual 
estableció en 184 kWh-mes para alturas inferiores a 1000 metros sobre el nivel del 
mar y en 138 kWh-mes para alturas iguales o superiores a 1000 metros sobre el 
nivel del mar.  
 
Para barrios subnormales se propone entonces determinar un rango de Consumo 
de Subsistencia establecido en 230 kWh-mes para alturas inferiores a 1000 metros 
sobre el nivel del mar y en 173 kWh-mes para alturas iguales o superiores a 1000 
metros sobre el nivel del mar.   
  
Gas Combustible. Para el servicio de gas combustible en estratos 1 y 2 se 
determinaría el subsidio sobre el consumo básico de 25 m3.  
  
La implementación de estas medidas constituirían un aumento en el rango de 
subsistencia por el término de dos años y medio, y equivalente al 25% 
aproximadamente para el servicio de energía eléctrica en los estratos 1, 2 y 3 y 
hasta un 25% para el servicio de gas combustible en los estratos 1 y 2, situación 
que permitiría suplir con las prerrogativas constitucionales en políticas de subsidios, 
ya que como Estado Social de Derecho el artículo 368 de la Constitución Política 
concibe tales subsidios como uno de los principales instrumentos dirigidos a 
asegurar la prestación de los servicios públicos a las personas de menores recursos 

  
que, por esa circunstancia, sin el apoyo estatal, quedarían marginados (C.P., art. 
13).  
  

CONSUMO DE SUBSISTENCIA KWH – MES PARA EL SERVICIO DE  
ENERGÍA ELÉCTRICA EN ZONA RESIDENCIAL  

  
Año  Alturas inferiores a 

1000 msnm  
Alturas superiores o 
iguales a 1000 msnm  

2020 (actualmente)  175 KWh-mes  130 KWh-mes  
2021 (a partir de la vigencia 
de la presente ley)  

  
220 KWh-mes  

  
163 KWh-mes  

2022  220 KWh-mes  163 KWh-mes  
2023  220 KWh-mes  163 KWh-mes  

 Tabla 11. Consumo de Subsistencia kwh – mes para el servicio de energía eléctrica.  
 

CONSUMO DE SUBSISTENCIA KWH – MES PARA EL SERVICIO DE  
ENERGÍA ELÉCTRICA EN BARRIOS SUBNORMALES  

  
Año  Alturas inferiores a 

1000 msnm  
Alturas superiores o 
iguales a 1000 msnm  

2020 (actualmente)  184 KWh-mes  138 KWh-mes  
2021 (a partir de la vigencia 
de la presente ley)  

  
230 KWh-mes  

  
173 KWh-mes  

2022  230 KWh-mes  173 KWh-mes  
2023  230 KWh-mes  173 KWh-mes  

 Tabla 12. Consumo de Subsistencia kwh para barrios subnormales – mes para el servicio de 
energía eléctrica  
   

CONSUMO DE SUBSISTENCIA M3 – MES PARA  
EL SERVICIO DE GAS COMBUSTIBLE 

Año  M3  
2020 (actualmente)  20 m3  
2021 (a partir de la vigencia 
de la presente ley)  

  
25 m3  

2022  25 m3  
2023  25 m3  

 Tabla 13. Consumo de Subsistencia m3 – mes para el servicio de gas Combustible.  
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Esta propuesta sería una forma de otorgar un alivio económico que generaría 
subsistencia en los hogares colombianos de estratos 1, 2 y 3 de cara a los efectos 
adversos generados por la pandemia y el aislamiento social; de tal forma, que sus 
destinatarios también puedan atender el cumplimiento de diferentes obligaciones 
de naturaleza alimentaria, laboral, tributaria, financiera, etc.  
 
Cabe resaltar que el presente proyecto de ley no genera un mensaje en contravía 
de las políticas de uso eficiente de energía que promueve el Ministerio de Minas y 
Energía, ya que no se incentiva a los usuarios a aumentar el consumo de los 
servicios públicos domiciliarios, sino por el contrario se está estableciendo un rango 
de consumo básico subsidiable menor al promedio de consumo actual que están 
registrando los hogares colombianos, ya sea por las medidas de aislamiento 
preventivo, la implementación de trabajo en casa, la población que quedó 
desempleada como efectos adversos a la pandemia del covid-19. 
 

E. DESTINACIÓN DEL PRESUPUESTO EN SUBSIDIOS PARA LOS 
SERVICIOS DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y GAS COMBUSTIBLE.  

 
Sobre el servicio de Energía Eléctrica  
  
Según información otorgada por la Superintendencia de Servicios Públicos, en lo 
concerniente a energía eléctrica, los subsidios del servicio público domiciliario son 
administrados por medio de dos fondos de inversión; por una parte, el Fondo de 
Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos - FSSRI que otorga 
subsidios a los usuarios de estratos 1, 2 y 3 a nivel nacional y, por otra parte, el 
Fondo de Energía Social – FOES que otorga subsidios a los usuarios de estratos 1 
y 2 ubicados en las "Áreas Especiales" definidas mediante el decreto 0111 de 2012.  
  
La Dirección de Energía Eléctrica del Ministerio de Minas y Energía administra Los 
recursos del Presupuesto General de la Nación - PGN, otorgados para el 
reconocimiento del déficit de los subsidios a los usuarios de menores ingresos 
(estratos 1, 2, 3 y pertenecientes a las Zonas No Interconectadas) y realiza el 
seguimiento a los recursos recaudados por medio de contribución a los usuarios de 
estratos 5, 6, sector comercial e industrial, los cuales son aplicados como un menor 
valor cobrado en la tarifa del servicio público domiciliario de energía  eléctrica por 
parte de las empresas prestadoras del servicio. Igualmente, el cálculo de los 
subsidios a otorgar depende, entre otros, de factores como número de usuarios, 
nivel de consumo de energía de cada usuario, localización, costo unitario (CU), por 
lo cual las cifras de subsidios no son iguales todos los años.  

De acuerdo con información suministrada por el Ministerio de Minas y Energía, 
respecto del servicio de energía eléctrica, a continuación, en la tabla No. 14, se 
relaciona para las vigencias 2011 – 2020, los valores de recaudo por Contribución 
y Apropiación del Presupuesto General de la Nación al FSSRI. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tabla 14. Recaudo FRRSI y Apropiaciones del Presupuesto General de la Nación (2011 – 2020) para el 
Servicio de Energía Eléctrica.  

 
Respecto del servicio de Energía Eléctrica, a continuación, se relaciona para las 
vigencias 2011 – 2020, los valores de recaudo del mismo fondo y Apropiación del 
Presupuesto General de la Nación al FOES. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tabla 15. Recaudo FOES y Apropiaciones del Presupuesto General de la Nación (2011 – 2020) para el 
Servicio de Energía Eléctrica.  

  
Sobre el servicio de Gas Combustible  

Respecto del servicio de Gas Combustible en la siguiente tabla realizada por el 
Ministerio de Minas y Energía se evidencia en resumen el consolidado de la 
asignación presupuestal por vigencia anual al proyecto denominado "Distribución 
de Recursos para Pagos por Menores Tarifas para gas combustible", por parte del 
Gobierno Nacional. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tabla 16. Asignación del PGN al proyecto “Distribución de recursos para pagos por menores tarifas para gas 
combustible”.  
  
En la siguiente tabla No. 17 realizada por el Ministerio de Minas y Energía se 
evidencia el recaudo en los últimos 10 años del Fondo de Solidaridad para Subsidios 
y Redistribución de Ingresos – FSSRI, donde informan la consolidación del valor 
total de las consignaciones realizadas por la(s) empresa(s) por vigencia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
Tabla 17. FSSRIG – Fondo de Solidaridad y Subsidios Redistribución de Ingresos GAS - FSSRIG   
 
Consideraciones Generales 
 
Conforme al presupuesto asignado por el Gobierno Nacional y los recaudos en los 
Fondos de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos - FSSRI, así 
como del Fondo de Energía Social - FOES, a cargo del Ministerio de Minas y 
Energía, además del Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME, se ampliaría 
en aproximadamente un 25% sobre la asignación de los recursos para los servicios 
públicos de energía eléctrica y gas combustible.  
 
Según el Ministerio de Minas y Energía, la Unidad de Planeación Minero Energética 
- UPME ha realizado estudios por medio de la consultoría con el grupo 
CORPOEMA, encaminados a determinar la actualización al valor del consumo de 
subsistencia, de los cuales aún no se ha presentado un informe de resultados, por 
lo cual, no es posible para el Ministerio establecer si se presentará un aumento en 
el rango del consumo básico subsidiable y, por ende, el presupuesto adicional que 
se debería recaudar. Asimismo, según este mismo Ministerio en lo relacionado a 
las vigencias 2011 – 2020, de los valores de recaudo por Contribución y Apropiación 
del Presupuesto General de la Nación al FSSRI y FOES, se visualiza una diferencia 
en los valores asignados para otorgar el subsidio a los estratos 1, 2 y 3 del servicio 
de energía, y a los estratos 1 y 2 del servicio de gas. 
 
Para el caso del servicio de Energía Eléctrica, el Ministerio de Minas y Energía 
reveló “que haciendo un ejercicio inicial arroja que un aumento en el consumo 
básico subsidiable del 25% incrementaría el valor anual del déficit en un valor 
aproximado de $811.000 millones de pesos. No obstante, este valor implica que 
todos los usuarios realicen el uso de la energía hasta o por encima del consumo de 
subsistencia”. Así se concluye que este valor estimado para el aumento del 
consumo básico subsidiable que propone el proyecto de ley podría reducirse en 
gran medida, ya que no implicaría precisamente que todos los usuarios realicen 
durante este tiempo transitorio el uso de la energía o de gas por encima de este 
consumo de subsistencia. 
 
Como justificación de lo anterior, según un estudio realizado por los autores del 
proyecto de ley de los costos y beneficios de esta propuesta presentamos el 
siguiente ejemplo:  
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Para el caso del departamento del Atlántico, con un costo del valor del kilovatio de 
$561,79 cobrado por la empresa AIR-E SAS en el mes de mayo del año 2021, esta 
iniciativa de aumentar el consumo básico subsidiable a un 25% aproximadamente, 
lograría que en los municipios de clima cálido, al estrato 1 se le disminuyera los 
costos de las facturas de un 0% a un 24,27% representado en una disminución de 
$15.842 en el valor de su factura del servicio de energía (si llega a consumir más 
de los 173 kwh-mes); al estrato 2 de un 0% hasta en un 17,6% representado este 
máximo porcentaje en una disminución del valor en la factura de hasta $13.202; y 
al estrato 3 de un 0% a 3,63%, representado este máximo porcentaje en una 
disminución en el valor de su factura de hasta $3.961. 
 
Mientras que, en los municipios de clima templado, al estrato 1 con esta propuesta 
se le disminuirá los costos de las facturas de un 0% hasta en un 23,29%, 
representado en $11.123; al estrato 2 de 0% hasta en un 16,84% representado en 
$9.270; y al estrato 3 de 0% hasta una disminución de un 3,45%, representado en 
$2.780. 
 
De esta manera, el consumo de cada hogar colombiano determinaría el porcentaje 
a disminuirse, pero la disminución en pesos colombianos del valor en la factura del 
servicio de energía dependería del valor del kilovatio que cobraría la empresa 
durante este tiempo transitorio en que se regularía el aumento en el rango del 
consumo básico subsidiable, entendiendo que en cada departamento las empresas 
de energía emiten un costo diferente por kilovatio. 
 

MUNICIPIOS SITUADOS EN ALTURAS 
INFERIORES A 1000 MSNM 

ESTRATO 1 DE UN 0%  A UN 24,27% 
ESTRATO 1 DE UN 0% A UN 17,6% 
ESTRATO 3 DE UN 0% A UN 3,63% 
MUNICIPIOS SITUADOS EN ALTURAS IGUALES 

O SUPERIORES A 1000 MSNM 
ESTRATO 1 DE UN 0% A UN 23,29% 
ESTRATO 2 DE UN 0% A UN 16,84% 
ESTRATO 3 DE UN 0% A UN 3,45%, 

 
Tabla 18. Porcentaje a disminuirse en los costos de las facturas de energía eléctrica. Este porcentaje varía 
según el consumo del usuario.  
 
En cuanto a los recursos de financiación para esta ampliación de rango de consumo 
básico subsidiable, que sería transitorio hasta el 31 de diciembre del año 2023, el 

proyecto de ley propone que además de los recursos del Fondo de Solidaridad para 
Subsidios y Redistribución de Ingresos - FSSRI y del Fondo de Energía Social – 
FOES, se pueda atender con cargo a los recursos del Presupuesto General de la 
Nación y del Fondo de Mitigación de Emergencias FOME. 
 

F. ANTECEDENTES NORMATIVOS  
  
MARCO CONSTITUCIONAL  
  
La Constitución Política de 1991 en su artículo 367 señala que el régimen tarifario 
aplicable a la prestación de servicios públicos domiciliarios debe tener en cuenta, 
además de los costos derivados de su prestación, los criterios de solidaridad y de 
redistribución de los ingresos.  
En efecto, dice el aparte pertinente:    
  

“Art. 367.- La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas a la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y 
financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los 
criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos […]”.   

  
Debe tenerse en cuenta la autorización que la propia Constitución otorga a la 
Nación, los departamentos, los distritos, los municipios y las entidades 
descentralizadas para conceder subsidios que beneficien a las personas de 
menores ingresos, de suerte tal que se les posibilite el pago de la tarifa a la que 
haya lugar por la prestación del servicio.  
  
Señala al respecto el artículo 368 de la Constitución Política:  
  

“Art. 368.- La Nación, los departamentos, los distritos, los municipios y las 
entidades descentralizadas podrán conceder subsidios, en sus respectivos 
presupuestos, para que las personas de menores ingresos puedan pagar las 
tarifas de los servicios públicos domiciliarios que cubran sus necesidades 
básicas.”   

  
Así, el Estado está obligado, en principio, a entregar dichos subsidios, y, por tanto, 
los artículos 367 y 368 sólo contemplan la forma como se organiza el cumplimiento 
de dicha obligación. Por ende, por disposición constitucional uno de los criterios 
orientadores del régimen tarifario de los servicios públicos es el de la solidaridad y 
la redistribución de ingresos, que conlleva la obligación tanto de los usuarios de 

  
estratos altos y comerciales e industriales, como de la Nación y entidades 
descentralizadas territorialmente, de ayudar a los usuarios de estratos bajos a 
pagar el valor de la tarifa de los servicios que cubran sus necesidades básicas a 
través de los subsidios y las contribuciones.  
  
MARCO LEGAL   
  
La Ley 142 de 1994 consagra el marco legal que regula el régimen de 
contribuciones y subsidios, concebidos éstos como instrumentos de intervención 
estatal que propugnan por dotar de contenidos, las finalidades de solidaridad y 
redistribución de ingresos dentro del esquema tarifario.   

“Art. 99. - Forma de Subsidiar. Las entidades señaladas en el artículo 368 de 
la Constitución Política podrán conceder subsidios en sus respectivos 
presupuestos de acuerdo a las siguientes reglas:”  

“99.3. El reparto debe hacerse entre los usuarios como un descuento en el 
valor de la factura que éste debe cancelar, conforme a lo dispuesto en esta 
Ley y en las Ordenanzas y Acuerdos según el caso”.  

En esta ley se establecieron dos mecanismos para lograr que, con tarifas por debajo 
de los costos reales del servicio, la población de escasos recursos pudiese acceder 
a los diversos servicios públicos domiciliarios, y cumplir así con los principios de 
solidaridad y redistribución del ingreso que impone la Constitución en esta materia.  
  
El primero de estos mecanismos lo constituyen los subsidios que puede otorgar la 
Nación y las distintas entidades territoriales dentro de sus respectivos presupuestos 
(art. 368 de la Constitución). Subsidios que, por disposición de la propia ley, no 
pueden exceder el valor de los consumos básicos o de subsistencia. El segundo 
mecanismo es el recargo en la tarifa del servicio que están obligados a sufragar los 
usuarios pertenecientes a los estratos 5 y 6, como los de los sectores industrial y 
comercial.  
  
Para el efecto, dicha normativa consagra la creación de aportes denominados 
contribuciones de solidaridad y subsidios, esquema que parte del supuesto del 
diferencial en el cobro del valor de los servicios públicos por estratos 
socioeconómicos, en consonancia con la capacidad económica de cada segmento 
de usuarios para encauzar los esfuerzos económicos hacia el cubrimiento de los 
servicios públicos domiciliarios de sectores con bajo nivel de ingreso que, en 

  
condiciones de mercado, no tendrían acceso a los servicios públicos necesarios 
para la concreción del mínimo vital.  
  
Esta misma Ley determina en el numeral 2.9 del artículo 2 y 3.4 del artículo 3, 
que entre los fines de Intervención del Estado en los servicios públicos está el 
“establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de 
acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad”. Así como el “control y la 
vigilancia de la observancia de las normas y de los planes y programas sobre la 
materia”, de suerte tal que por la vía de los subsidios y de las contribuciones se les 
ayude a pagar la tarifa correspondiente a su consumo básico.  
  
Igualmente, el numeral 86.2 del artículo 86 de la Ley 142 de 1994, señala dentro 
de las reglas que componen el régimen tarifario aplicable a la prestación de los 
servicios públicos, lo concerniente al “sistema de subsidios, que se otorgarán para 
que las personas de menores ingresos puedan pagar las tarifas de los servicios 
públicos domiciliarios que cubran sus necesidades básicas”.  
  
Por su parte, el artículo 87 Ibídem, dentro de los criterios que orientan el régimen 
tarifario, de manera expresa hace mención a la solidaridad y redistribución en los 
siguientes términos:  
  

“Art 87.- Criterios para definir el régimen tarifario. El régimen tarifario estará 
orientado por los criterios de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, 
redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia“(..)  

  
“87.3. Por solidaridad y redistribución se entiende que al poner en práctica el 
régimen tarifario se adoptarán medidas para asignar recursos a “fondos de 
solidaridad y redistribución”, para que los usuarios de los estratos altos y los 
usuarios comerciales e industriales, ayuden a los usuarios de estratos bajos 
a pagar las tarifas de los servicios que cubran sus necesidades básicas”.  

  
Así mismo, el artículo 89.1 de la Ley 142 de 1994, en materia de aplicación de los 
mencionados criterios de solidaridad y redistribución de ingresos establece que el 
”factor” que se debe aplicar para el otorgamiento de subsidios, de los cuales son 
beneficiarios los usuarios pertenecientes a los estratos 1, 2 y 3, no podrá ser 
superior al equivalente al veinte por ciento (20%) del valor del servicio y, 
adicionalmente se indica en la normativa en cita, que no podrán incluirse factores 
adicionales por concepto de ventas o consumo del usuario para el cómputo del 
citado porcentaje máximo.  
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Adicionalmente, el numeral 89.2 señala que los prestadores de servicios públicos 
deben recaudar los valores resultantes de la aplicación de los factores de 
sobreprecio, los cuales se destinarán forzosamente al pago de subsidios a favor de 
los beneficiarios mencionados. De esta manera, mediante la modificación referida, 
se reconoce que el límite del veinte por ciento (20%) no es suficiente para alcanzar 
puntos de equilibrio entre contribuciones y subsidios, lo cual justifica que se 
establezcan límites superiores de acuerdo con las necesidades específicas de cada 
ente territorial, para garantizar la sostenibilidad financiera del esquema.  
  
También debemos mencionar dentro del marco normativo de subsidios y 
contribuciones, el artículo 99 de la Ley 142, contentivo de las reglas bajo las cuales 
la Nación y las entidades descentralizadas territorialmente pueden conceder 
subsidios- Del anterior marco normativo bien se puede concluir que la aplicación 
del principio de solidaridad y redistribución de ingresos en el campo de los servicios 
públicos domiciliarios tiene como fin ayudar, vía subsidios y contribuciones, a los 
estratos bajos a cancelar el valor correspondiente al servicio prestado hasta cubrir 
sus necesidades básicas, obligación de colaboración que se encuentra en cabeza 
tanto de la Nación y de sus entidades descentralizadas territorialmente.  
  
Ahora bien, para el sector de energía eléctrica, el artículo 6 de la Ley 143 de 1.994, 
señaló que la prestación del servicio público de electricidad estará regida, entre 
otros, por el principio de solidaridad y redistribución del ingreso, cuya aplicación es 
de obligatoria observancia al momento de establecer el régimen tarifario aplicable, 
de suerte tal que “los sectores de consumo de mayores ingresos ayuden a que las 
personas de menores ingresos puedan pagar las tarifas de los consumos de 
electricidad que cubran sus necesidades básicas.”  
  
Adicionalmente el artículo 23 literal h de la Ley 143 de 1994 establece que el 
consumo de subsistencia deberá ser establecido de acuerdo a las regiones. De tal 
manera, que el artículo 8 de la Ley 632 de 2000 ha indicado que el “Ministerio de  
Minas y Energía”, por intermedio de la Unidad de Planeación Minero – Energética, 
determinará para los sectores eléctricos y gas combustible distribuido por red física, 
que se entienda por consumo de subsistencia, así como el periodo de transición en 
el cual se deberá ajustar.  
  
Por disposición de la Resolución UPME 0355 de 2004, para los municipios 
localizados en altitudes superiores o iguales a 1000 metros, el valor del Consumo 

  
de Subsistencia (CS) es 130 kWh-mes y en altitudes menores a 1000 metros, el CS 
es 173 kWh-mes.  

La Resolución UPME 013 de 2005 estableció el Consumo de subsistencia para 
barrios subnormales. Para este tipo de usuarios de barrios subnormales por sus 
condiciones técnicas tienen medición de consumo a una distancia y un nivel de 
tensión diferente al sitio y nivel de tensión en el cual se consume la energía, por lo 
cual las pérdidas de energía que se presentan desde el contador principal hasta el 
usuario final, que no son parte del consumo de subsistencia, se estarían incluyendo 
como tal. Por tanto, dichas pérdidas deben ser consideradas en la aplicación del 
consumo de subsistencia para este tipo de usuarios10. Por lo cual estableció en 184 
kWh-mes para alturas inferiores a 1000 metros sobre el nivel del mar y en 138 
kWhmes para alturas iguales o superiores a 1000 metros sobre el nivel del mar.  

La ley 1428 de 2010 modificó el artículo 3 de la Ley 1117 de 2006 que estipula la 
Aplicación de Subsidios de la siguiente manera:  

“Artículo  3°.  La aplicación de subsidios al costo de prestación del servicio 
público domiciliario de energía eléctrica y de gas combustible para uso 
domiciliario distribuido por red de tuberías de los usuarios pertenecientes a 
los estratos socioeconómicos 1 y 2 a partir del mes de enero de 2007 hasta 
diciembre del año 2010, deberá hacerse de tal forma que el incremento 
tarifario a estos usuarios en relación con sus consumos básicos o de 
subsistencia corresponda en cada mes como máximo a la variación del 
índice de Precios al Consumidor, sin embargo, en ningún caso el porcentaje 
del subsidio será superior al 60% del costo de la prestación del servicio para 
el estrato 1 y al 50% de este para el estrato 2. (…)  
 
Este subsidio podrá ser cubierto con recursos de los Fondos de 
Solidaridad, aportes de la Nación y/o de las Entidades Territoriales.  

Parágrafo 1°. En los servicios públicos domiciliarios de energía eléctrica y 
gas combustible por red de tuberías se mantendrá el régimen establecido 
en la Ley 142 de 1994 para la aplicación del subsidio en el estrato 3.”.  

La Resolución UPME 013 de 2005 estableció el Consumo de subsistencia para 
barrios subnormales. Por lo cual estableció en 184 kWh-mes para alturas inferiores 
a 1000 metros sobre el nivel del mar y en 138 kWh-mes para alturas iguales o 
superiores a 1000 metros sobre el nivel del mar.  

 
10 Resolución UPME 0355 de 2004  

MARCO JURISPRUDENCIAL  
  
La Corte Constitucional al pronunciarse sobre los artículos 367 y 368, ha señalado 
específicamente en lo referente a los servicios públicos domiciliarios. El artículo 367 
de la Constitución delegó en el legislador la facultad de establecer competencias, 
responsabilidades, cobertura, calidad y financiamiento de estos servicios. Al igual 
que la determinación de los criterios y factores que habrían de tenerse en cuenta 
para fijar las correspondientes tarifas.   
  
La Corte Constitucional en la Sentencia C-150 del 25 de Febrero 2003, Magistrado 
Ponente. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa determinó que las fórmulas tarifarias 
no pueden trasladar a los usuarios los costos de una gestión ineficiente:   
  

“ (…) por eficiencia económica se entiende que el régimen de tarifas 
procurará que estas se aproximen a lo que serían los precios de un mercado 
competitivo; que las fórmulas tarifarias deben tener en cuenta no solo los 
costos sino los aumentos de productividad esperados, y que estos deben 
distribuirse entre la empresa y los usuarios, tal como ocurriría en un mercado 
competitivo; y que las fórmulas tarifarias no pueden trasladar a los usuarios 
los costos de una gestión ineficiente, ni permitir que las empresas se 
apropien de las utilidades provenientes de prácticas restrictivas de la 
competencia. En el caso de servicios públicos sujetos a fórmulas tarifarias, 
las tarifas deben reflejar siempre tanto el nivel y la estructura de los costos 
económicos de prestar el servicio, como la demanda por este”.  

  

Así mismo, la misma Corte Constitucional, precisó en la Sentencia C-252 del 28 
de mayo de 1997 que, la salvaguarda que la tarifa está vinculada al estrato 
socioeconómico en el que resulte clasificado el usuario, lo que en últimas 
dependerá de las características físicas de su vivienda y de las condiciones 
materiales de su entorno inmediato:  

“(…) 9. En relación con los servicios públicos domiciliarios, no se encuentra 
en la Constitución ninguna indicación precisa sobre la forma de hacer el 
reparto de los costos y beneficios derivados de los mismos entre los usuarios 
(C. P. art. 338) ni sobre el criterio concreto de solidaridad y redistribución de 
ingresos que debe reflejarse, junto con los costos, en el respectivo régimen 
tarifario (C. P. art. 367). Se trata de extremos definitivamente librados a la 
libre configuración normativa del legislador, sujeta desde luego al respeto de 
los principios materiales de justicia y equidad, en atención a la connotación 

  
fiscal de la tarifa y al componente de carga tributaria - que excede el concepto 
de pago del precio de un servicio - que se expresa en el factor adicional que 
se cobra a los usuarios de los estratos altos. La tarifa, en este caso, está 
vinculada al estrato socioeconómico en el que resulte clasificado el usuario, 
lo que en últimas dependerá de las características físicas de su vivienda y 
de las condiciones materiales de su entorno inmediato. La parte de la tarifa 
que traduce el costo del servicio está determinada por el beneficio que recibe 
el usuario y a este respecto no cabe, en principio, formular observación 
alguna (…)”.  

  
La Corte Constitucional en la Sentencia C-739 del 23 de Julio de 2008 expuso la 
necesidad del aporte de las entidades públicas para contribuir al logro de la finalidad 
social del Estado y asegurar los beneficios de manera prioritaria a las personas de 
menores ingresos frente a los subsidios:  
  

Las entidades públicas puede conceder subsidios no contemplados en 
partidas presupuestales, sin violar el artículo 368 de la Constitución Política 
“(…) En conclusión, al parecer de la Corte el artículo 143 de la Ley 1151 de 
2007 no vulnera el artículo 368 superior, porque esta última norma, que 
permite a las entidades territoriales conceder subsidios representados en 
partidas presupuestales destinadas a que personas de menores ingresos 
puedan pagar las tarifas de los servicios públicos domiciliarios que cubran 
sus necesidades básicas, no regula la misma situación de hecho que 
describe la norma legal acusada. Ante la exigencia constitucional que le 
impone al Estado asegurar la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios en términos de eficiencia y de universalidad, no es posible 
pretender el diseño de un sistema de financiación que acuda exclusivamente 
a las tarifas y a los subsidios o contribuciones de solidaridad de los estratos 
altos, siendo necesario el aporte de las entidades públicas para contribuir al 
logro de la finalidad social del Estado, ínsita en la correcta prestación de 
dichos servicios (…)”.  

  
Que la Corte Constitucional en la Sentencia C-389 de 2002, en aras de proteger la 
connotación social de los servicios públicos, determino que de los postulados 
consagrados en los artículos 365 a 370 de la Constitución, se deduce que El Estado 
debe pretender por el bienestar y mejoramiento de la calidad de vida de las 
personas. Por ello determinó: “Deben ser prestados en forma eficiente; constituyen 
un asunto de Estado y por lo tanto pertenecen a la órbita de lo público, de ahí que 
deben ser prestados a todos los habitantes; su régimen tarifario debe tener en 
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cuenta los criterios de costos, solidaridad y redistribución del ingreso; por razones 
de soberanía o de interés social el Estado puede reservarse su prestación previa 
indemnización a quienes queden privados del ejercicio de esta actividad; su 
prestación es descentralizada pues descansa fundamentalmente en las entidades 
territoriales; y, finalmente el pago de los subsidios a los estratos pobres involucra 
recursos de la Nación y de las entidades territoriales. En cuanto al régimen jurídico 
de los servicios públicos, corresponde fijarlo al legislador, según así lo dispone el 
artículo 365 de la Carta, en armonía con lo previsto en el artículo 150-23 (…)”  
 

VII. CONCEPTO 

MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA 

“La UPME contrató en el año 1997 un estudio encaminado a la determinación del 
consumo de subsistencia, dicho estudio tuvo una metodología que consideró: la 
aproximación estadística de electrodomésticos y consumos, la utilización jerárquica 
de necesidades de Maslow, la asociación de electrodomésticos a necesidades 
básicas y la variable regional que afecta el consumo de electricidad”.  
 
“En el marco de la transición energética, las nuevas tecnologías y desarrollos 
digitales han generado equipos eléctricos más eficientes y esta consideración 
deberá ser tenida en cuenta en el estudio técnico en que se base la determinación 
del consumo básico de subsistencia. La propuesta del Proyecto de Ley tiene una 
consideración contraria al aumentar el consumo básico, ya que genera un mensaje 
en contravía de las políticas de uso eficiente de energía que promueve el Ministerio, 
incentivando a los usuarios a aumentar el consumo de los servicios públicos 
domiciliarios”.  
 
“Sin perjuicio de lo anterior, es importante aclarar que los subsidios del sector 
eléctrico se otorgan según lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley 142 de 1994, el 
artículo 3 de la Ley 1117 de 2006 y el artículo 297 de la Ley 1955 de 2019 en un 
porcentaje que depende del estrato del usuario y hasta el consumo de subsistencia 
definido por la UPME”.  
 
Al respecto de lo anterior, esta propuesta sería una forma de otorgar un alivio 
económico que generaría subsistencia en los hogares colombianos de estratos 1, 
2 y 3 de cara a los efectos adversos generados por la pandemia y el aislamiento 
social; de tal forma, que sus destinatarios también puedan atender el cumplimiento 
de diferentes obligaciones de naturaleza alimentaria, laboral, tributaria, financiera, 
etc.  

Cabe resaltar que el presente proyecto de ley no genera un mensaje en contravía 
de las políticas de uso eficiente de energía que promueve el Ministerio de Minas y 
Energía, ya que no se incentiva a los usuarios a aumentar el consumo de los 
servicios públicos domiciliarios, sino por el contrario, se está estableciendo un rango 
de consumo básico subsidiable menor al promedio de consumo actual que están 
registrando los hogares colombianos, ya sea por las medidas de aislamiento 
preventivo, la implementación de trabajo en casa, la población que quedó 
desempleada como efectos adversos a la pandemia del covid-19. 
 
“Por otra parte, en cuanto a la financiación de ampliación del consumo básico, la 
iniciativa menciona que se podrán atender con cargo a los recursos del Fondo de 
Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos. Actualmente, la 
financiación de este fondo para el reconocimiento de subsidios por menores tarifas 
se hace con las contribuciones de los estratos 5, 6 y los sectores comercial e 
industrial no exentos y los recursos faltantes son cubiertos por el Presupuesto 
General de la Nación – PGN, debido a que los subsidios son mucho mayores a las 
contribuciones recaudadas. Aumentar el consumo de subsistencia acrecienta aún 
más la brecha entre subsidios otorgados y contribuciones, requiriéndose más 
recursos del PGN, dicha situación se ha visto agravada desde el 2010 por la 
exención del pago de contribuciones al sector industrial y el aumento del factor de 
subsidios de los estratos 1 y 2 del 50 al 60% y del 40 al 50%, respectivamente”. 
 

Por lo anterior, en la iniciativa se incluyó en el parágrafo 2 del artículo 5, la 
autorización al Gobierno Nacional de financiar con cargo al Presupuesto General de 
la Nación las apropiaciones requeridas para la ejecución e implementación del 
proyecto de ley, dado de que según el artículo 10 del Decreto 847 de 2001, el 
Ministerio de Minas y Energía es quien definirá los criterios con los cuales el 
Gobierno Nacional asigna los recursos del Presupuesto General de la Nación y del 
Fondo de Solidaridad destinados a sufragar los subsidios. 
 
El proyecto de ley contempla que los recursos para esta ampliación del consumo 
básico subsidiable en los servicios de energía y gas serían conforme al presupuesto 
asignado por el Gobierno Nacional y los recaudos en los Fondos de Solidaridad 
para Subsidios y Redistribución de Ingresos - FSSRI, así como del Fondo de 
Energía Social - FOES, a cargo del Ministerio de Minas y Energía, además del 
Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME. 

  
Para el caso del servicio de Energía Eléctrica, el Ministerio de Minas y Energía 
reveló “que haciendo un ejercicio inicial arroja que un aumento en el consumo 
básico subsidiable del 25% incrementaría el valor anual del déficit en un valor 
aproximado de $811.000 millones de pesos. No obstante, este valor implica que 
todos los usuarios realicen el uso de la energía hasta o por encima del consumo de 
subsistencia”. Cabe resaltar que este valor estimado para el aumento del consumo 
básico subsidiable que propone el proyecto de ley podría reducirse en gran medida, 
ya que no implicaría precisamente que todos los usuarios realicen durante este 
tiempo transitorio el uso de la energía o de gas por encima de este consumo de 
subsistencia. 
 
Respecto al articulado, el Ministerio de Minas y Energía considera lo siguiente: “en 
materia de gas natural el aumento del CBS es inconveniente, debido a que 
aumentar el consumo básico de subsistencia a 25 m3 no va a generar ningún 
beneficio a los usuarios de los estratos 1 y 2 pues, como se indicó anteriormente, el 
95% de los municipios no alcanzan dicho consumo, con el agravante que puede dar 
lugar a incentivar un consumo desmesurado del servicio como consecuencia del 
menor valor que se cobrará en la facturación al aumentar el consumo básico 
subsidiado”.  
 
De acuerdo con las tablas 9 y 10 de la presente ponencia, esta información expuesta 
por el Ministerio de Minas y Energía desconoce las tarifas de gas que han venido 
aumentando en los últimos años, además de las miles de quejas y reclamos que 
han presentado los hogares colombianos ante la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios durante la pandemia, por el registro de aumento en su 
consumo que supera los 20 m3, y que pertenecen a las familias más vulnerables de 
los estratos 1 y 2.  
 
Frente al aumento del CBS del servicio de energía eléctrica el Ministerio de Minas 
y Energía “considera inconveniente el aumento planteado en la iniciativa legislativa 
debido a que no se observa sustentación técnica que indique un aumento en los 
consumos de subsistencia mayor a los vigentes, toda vez que los promedios de 
consumo del sector residencial se evidencia que se han mantenido en el rango de 
143-144 kWh/mes, antes de la declaratoria de Emergencia derivada de la pandemia 
y posterior a ella”. 
 
De acuerdo con lo anterior, se aclara que el promedio de consumo para el servicio 
de energía eléctrica no se ha mantenido en el rango de 143-144 kWh/mes como lo 
manifiesta el concepto del Ministerio de Minas y Energía. Como se ha concebido en 

  
la exposición de motivos, de acuerdo con la tabla No. 4 y según el histórico del 
consumo promedio de las familias colombianas para las vigencias 2012 – 2020 
recibida el día 13 de mayo de 2021 por parte del Ministerio de Minas y Energía, se 
concluye que durante los últimos 10 años, el estrato 1 ha venido aumentando en un 
112% el consumo en el servicio de energía, pasando de un promedio de consumo 
de 113 kwh a 240 kwh; el estrato 2 en los últimos 9 años ha aumentado en un 40% 
el consumo, pasando de un promedio de consumo de 143 kwh por mes a 200 kwh; 
finalmente, el estrato 3 ha aumentado el consumo en un 31%, pasando de un 
promedio de 216 kwh por mes a 283 kwh. Por ende, lleva a deducirse que hay una 
necesidad inminente en que se aumente este consumo básico subsidiable y que las 
familias con escasos recursos tengan un subsidio que supla sus necesidades 
acorde a su consumo actual. 
 

VIII. AUTORIZACION PARA ACCEDER A RECURSOS DEL 
PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN (PGN). 

 
Al respecto, se considera acertado traer a colación lo disertado por la H. Corte 
Constitucional, según la cual: 
 
“(…) en materia de gasto público, la competencia parlamentaria desarrolla el 
principio superior de legalidad del gasto público, según el cual corresponde al 
Congreso, en su condición de órgano de representación popular, ordenar las 
erogaciones necesarias para ejecutar los compromisos inherentes al Estado Social 
de Derecho (artículos 150 y 347 Constitución Política).  Sin embargo, el legislador 
primario por vía de excepción reservó para el Ejecutivo la iniciativa legislativa en 
relación con algunos aspectos (artículo 154 Constitución Política)”.11 
 
Esto significa que, en materia de gasto público, la Carta Política efectuó un reparto 
de competencias entre el Congreso y el Gobierno Nacional, de tal manera que 
ambos tienen iniciativa del gasto de conformidad con los preceptos 
constitucionales, y deben actuar coordinadamente dentro de sus 
competencias.  Así, el Gobierno requiere de la aprobación de sus proyectos por 
parte del Congreso y el Congreso requiere de la anuencia del Gobierno, quien 
determinará la incorporación de los gastos decretados por el Congreso, siempre y 
cuando sean consecuentes con el Plan Nacional de Desarrollo y el Presupuesto 

 
11 Corte Constitucional, Sentencia C-859 de 2001, C- 766 de 2010. 
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General de la Nación. Así lo señala el artículo 346 de la Carta, desarrollado por el 
artículo 39 del Estatuto Orgánico del Presupuesto -Decreto 111 de 1996.12  
 
Así, podemos concluir, de conformidad con el texto constitucional y los 
planteamientos de la Corte Constitucional, este proyecto de ley que decreta gasto 
público se ajusta al ordenamiento constitucional, por cuanto se limita a 
AUTORIZAR al Gobierno para incluir estos gastos en el proyecto de presupuesto. 
Desde este argumento, debe analizarse y aprobarse la inversión señalada en los 
artículos 2º, 3º y 4º del proyecto de ley ya que se ajustan a los criterios 
anteriormente expuestos.  
 

IX. IMPACTO FISCAL 

Dando cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, es 
necesario indicar que el  
 
Con relación al estudio del impacto fiscal es relevante mencionar, que la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, señala que el impacto fiscal de las 
normas no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan 
su función legislativa y normativa. 
 
“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 
819 de 2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de 
iniciativa legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se 
vulnera el principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida 
en que se lesiona seriamente la autonomía del Legislativo.” 
 
Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la actividad 
legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma de 
poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

 
12 Ibídem. 

En consecuencia, y teniendo en cuenta que el Gobierno Nacional es el director de 
la economía nacional es el Ministerio de Hacienda y Crédito público quien debe 
proporcionar el estudio de impacto fiscal de la presente iniciativa si es que hay lugar 
a ello, de conformidad a lo estipulado en la sentencia de constitucionalidad 315 del 
2008. 
 

Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819/03 constituyen un 
parámetro de racionalidad legislativa, que está encaminado a cumplir 
propósitos constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de las finanzas 
públicas, la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. 
Esto último en tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el contenido 
del proyecto de ley y las proyecciones de la política económica, disminuye el 
margen de incertidumbre respecto de la ejecución material de las previsiones 
legislativas. El mandato de adecuación entre la justificación de los 
proyectos de ley y la planeación de la política económica, empero, no 
puede comprenderse como un requisito de trámite para la aprobación 
de las iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga 
exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el Congreso carece de 
las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto fiscal 
de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de 
financiación y la compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; 
y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza constituiría una 
carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un poder correlativo de 
veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, respecto de la 
competencia del Congreso para hacer las leyes. Un poder de este 
carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de 
producción normativa, se muestra incompatible con el balance entre los 
poderes públicos y el principio democrático. Si se considera dicho mandato 
como un mecanismo de racionalidad legislativa, su cumplimiento 
corresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, una 
vez el Congreso ha valorado, mediante las herramientas que tiene a su 
alcance, la compatibilidad entre los gastos que genera la iniciativa legislativa 
y las proyecciones de la política económica trazada por el Gobierno. Así, si 
el Ejecutivo considera que las cámaras han efectuado un análisis de impacto 
fiscal erróneo, corresponde al citado Ministerio el deber de concurrir al 
procedimiento legislativo, en aras de ilustrar al Congreso sobre las 
consecuencias económicas del proyecto. El artículo 7º de la Ley 819/03 
no puede interpretarse de modo tal que la falta de concurrencia del Ministerio 

  
de Hacienda y Crédito Público dentro del proceso legislativo, afecte la validez 
constitucional del trámite respectivo. (Negrilla fuera de texto) 

 
Sin embargo, se ha incluido en el articulado de la presente iniciativa las fuentes de 
financiamiento para la ampliación en aproximadamente un 25% del consumo 
básico subsidiable en los servicios públicos de energía eléctrica y gas combustible, 
que será conforme al presupuesto asignado por el Gobierno Nacional y los 
recaudos en los Fondos de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos 
- FSSRI, así como del Fondo de Energía Social - FOES, a cargo del Ministerio de 
Minas y Energía, además del Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME.  
 
Conforme al concepto emitido el día 25 de mayo de 2021 por el Ministerio de Minas 
y Energía al proyecto de ley, en la iniciativa se incluyó en el parágrafo 2 del artículo 
5, que se autoriza al Gobierno Nacional financiar con cargo al Presupuesto General 
de la Nación las apropiaciones requeridas para la ejecución e implementación del 
proyecto de ley, dado de que según el artículo 10 del Decreto 847 de 2001, el 
Ministerio de Minas y Energía es quien definirá los criterios con los cuales el 
Gobierno Nacional asigna los recursos del Presupuesto General de la Nación y del 
Fondo de Solidaridad destinados a sufragar los subsidios. 
 
En relación con el impacto fiscal del proyecto de ley, así como ya se ha detallado 
en la exposición de motivos en la parte de “Destinación del presupuesto en 
subsidios para los servicios de energía eléctrica y gas combustible”, según el 
Ministerio de Minas y Energía, la Unidad de Planeación Minero Energética - UPME 
ha realizado estudios por medio de la consultoría con el grupo CORPOEMA, 
encaminados a determinar la actualización al valor del consumo de subsistencia, de 
los cuales aún no se ha presentado un informe de resultados, por lo cual, no es 
posible según el Ministerio establecer si se presentara un aumento en el rango del 
consumo básico subsidiable y, por ende, el presupuesto adicional que se debería 
recaudar. Asimismo, de acuerdo a la información suministrada por este mismo 
Ministerio en lo relacionado a las vigencias 2011 – 2020, de los valores de recaudo 
por Contribución y Apropiación del Presupuesto General de la Nación al FSSRI y 
FOES, se visualiza una diferencia en los valores asignados para otorgar el subsidio 
a los estratos 1, 2 y 3 del servicio de energía, y a los estratos 1 y 2 del servicio de 
gas. 
 
Para el caso servicio de Energía Eléctrica, el Ministerio de Minas y Energía reveló 
“que haciendo un ejercicio inicial arroja que un aumento en el consumo básico 
subsidiable del 25% incrementaría el valor anual del déficit en un valor aproximado 

  
de $811.000 millones de pesos. No obstante, este valor implica que todos los 
usuarios realicen el uso de la energía hasta o por encima del consumo de 
subsistencia”. Así se concluye que este valor estimado para el aumento del 
consumo básico subsidiable que propone el proyecto de ley podría reducirse en 
gran medida, ya que no implicaría precisamente que todos los usuarios realicen 
durante este tiempo transitorio el uso de la energía o de gas por encima de este 
consumo de subsistencia. 
 
Por las anteriores consideraciones y las expuestas en la parte de “Destinación del 
presupuesto en subsidios para los servicios de energía eléctrica y gas combustible” 
de la presente exposición de motivos, se pone a consideración del Honorable 
Congreso de la República el proyecto de ley descrito para que sus honorables 
miembros lo debatan, y si a bien lo tienen, aprueben la iniciativa propuesta. 
 

X. CONFLICTO DE INTERESES 

Teniendo en cuenta el artículo 3° de la Ley 2003 de noviembre de 2019, por la cual 
se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras disposiciones, que 
modifica el artículo 291 de la misma Ley, que establece la obligación al autor del 
proyecto presentar la descripción de las posibles circunstancias o eventos que 
podrán generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, 
siendo estos, criterios guías para que los congresistas tomen una decisión en torno 
a si se encuentran en una causal de impedimento.  

Frente al presente proyecto, se considera que no genera conflictos de interés, 
puesto que los beneficios particulares, actuales y directos, conforme a lo dispuesto 
en la ley, toda vez que, el objeto del proyecto versa sobre la ampliación en el 
consumo de subsistencia de servicios públicos a nivel nacional, siendo los servicios 
públicos un derecho básico de todos los habitantes del territorio nacional.   

Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener en cuenta que la descripción de los 
posibles conflictos de interés que se puedan presentar frente al trámite del presente 
proyecto de ley, no exime del deber del Congresista de identificar causales 
adicionales. 
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XI. PLIEGO DE MODIFICACIONES: 

 
TEXTO APROBADO EN 

PRIMER DEBATE 
TEXTO PROPUESTO 

PARA SEGUNDO DEBATE 
JUSTIFICACIÓN 

Título: “Por medio del cual 
se amplía y se regula de 
manera temporal y 
transitoria el rango de 
consumo básico subsidiable 
para los servicios públicos 
domiciliarios de energía 
eléctrica y gas combustible, 
y se dictan otras 
disposiciones”. 

Título: “Por medio del cual 
se amplía y se regula de 
manera temporal y 
transitoria el rango de 
consumo básico subsidiable 
para los servicios públicos 
domiciliarios de energía 
eléctrica y gas combustible, 
y se dictan otras 
disposiciones”. 

Sin modificación 

Artículo 1°. Objeto. La 
presente ley tendrá como 
objeto ampliar el rango de 
consumo básico subsidiable 
de manera temporal y 
transitoria para los servicios 
públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y de gas 
combustible en usuarios 
residenciales, debido al 
aumento del consumo límite 
de subsistencia que han 
tenido los hogares 
colombianos por las 
medidas de aislamiento 
preventivo obligatorio 
durante la pandemia del 
Covid-19.  
 

Artículo 1°. Objeto. La 
presente ley tendrá como 
objeto ampliar el rango de 
consumo básico subsidiable 
de manera temporal y 
transitoria para los servicios 
públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y de gas 
combustible en usuarios 
residenciales, debido al 
aumento del consumo límite 
de subsistencia que han 
tenido los hogares 
colombianos por las 
medidas de aislamiento 
preventivo obligatorio 
durante la pandemia del 
Covid-19.  

 

Sin modificación 

Artículo 2. Consumo de 
Subsistencia. Para la 
aplicación de los subsidios a 
los servicios públicos 
domiciliarios de energía 
eléctrica y gas combustible, 

Artículo 2. Consumo de 
Subsistencia. Para la 
aplicación de los subsidios a 
los servicios públicos 
domiciliarios de energía 
eléctrica y gas combustible, 

Sin modificación 

  
el consumo básico 
subsidiable queda 
determinado de la siguiente 
manera:  
  
A. Servicio de Energía 
Eléctrica. Se establece el 
Consumo de Subsistencia 
para el servicio público 
domiciliario de energía 
eléctrica en 220 kWh-mes 
para los municipios situados 
en alturas inferiores a 1000 
metros sobre el nivel del 
mar, y de 163 KWh-mes 
para los municipios en 
alturas iguales o superiores 
a 1000 metros sobre el nivel 
del mar.  
  
Para barrios subnormales se 
establece el Consumo de 
Subsistencia para el servicio 
público domiciliario de 
energía eléctrica en 230 
kWh-mes para alturas 
inferiores a 1000 metros 
sobre el nivel del mar y en 
173 kWh-mes para alturas 
iguales o superiores a 1000 
metros sobre el nivel del 
mar.  
  
B. Servicio de Gas 
Combustible. Se establece 
el Consumo de Subsistencia 
para el servicio público 
domiciliario de gas 
Combustible en 25 m3.  

el consumo básico 
subsidiable queda 
determinado de la siguiente 
manera:  
  
A. Servicio de Energía 
Eléctrica. Se establece el 
Consumo de Subsistencia 
para el servicio público 
domiciliario de energía 
eléctrica en 220 kWh-mes 
para los municipios situados 
en alturas inferiores a 1000 
metros sobre el nivel del 
mar, y de 163 KWh-mes 
para los municipios en 
alturas iguales o superiores 
a 1000 metros sobre el nivel 
del mar.  
  
Para barrios subnormales se 
establece el Consumo de 
Subsistencia para el servicio 
público domiciliario de 
energía eléctrica en 230 
kWh-mes para alturas 
inferiores a 1000 metros 
sobre el nivel del mar y en 
173 kWh-mes para alturas 
iguales o superiores a 1000 
metros sobre el nivel del 
mar.  
  
B. Servicio de Gas 
Combustible. Se establece 
el Consumo de Subsistencia 
para el servicio público 
domiciliario de gas 
Combustible en 25 m3.  

  
  
Artículo 3. Término. El 
término de transición en que 
se aplicará el aumento en el 
Consumo Básico de 
Subsistencia determinado 
en el artículo 2 será hasta el 
31 de diciembre del año 
2023.  
 

Artículo 3. Término. El 
término de transición en que 
se aplicará el aumento en el 
Consumo Básico de 
Subsistencia determinado 
en el artículo 2 será hasta el 
31 de diciembre del año 
2023.  
 

Sin modificación 

Artículo 4. El Ministerio de 
Minas y Energía por 
intermedio de la UPME - 
Unidad de Planeación 
Minero-Energética, realizará 
los estudios durante cada 
año para determinar el 
Consumo de Subsistencia 
del servicio de energía 
eléctrica y de gas 
combustible. Para el caso de 
la energía eléctrica se tendrá 
en cuenta criterios de 
racionalidad en el consumo, 
eficiencia energética de los 
equipos utilizados por los 
hogares y variables como 
estrato socioeconómico, 
poder adquisitivo y piso 
térmico.  

Artículo 4. El Ministerio de 
Minas y Energía por 
intermedio de la UPME - 
Unidad de Planeación 
Minero-Energética, realizará 
los estudios durante cada 
año para determinar el 
Consumo de Subsistencia 
del servicio de energía 
eléctrica y de gas 
combustible. Para el caso de 
la energía eléctrica se tendrá 
en cuenta criterios de 
racionalidad en el consumo, 
eficiencia energética de los 
equipos utilizados por los 
hogares y variables como 
estrato socioeconómico, 
poder adquisitivo y piso 
térmico.  

Sin modificación 

Artículo 5. Los recursos 
para financiar la ampliación 
del consumo básico 
subsidiable que se crea en la 
presente ley se podrán 
atender con cargo a los 
Recursos del Fondo de 
Solidaridad para Subsidios y 
Redistribución de Ingresos, 
así como del Fondo de 
Energía Social - FOES, 

Artículo 5. Los recursos 
para financiar la ampliación 
del consumo básico 
subsidiable que se crea en la 
presente ley se podrán 
atender con cargo a los 
Recursos del Fondo de 
Solidaridad para Subsidios y 
Redistribución de Ingresos - 
FSSRI, así como del Fondo 
de Energía Social - FOES, 
FSSRI a cargo del Ministerio 

Se propone adicionar 
un parágrafo y 
modificar algunas 
palabras por regla 
gramatical, ya que 
conforme al concepto 
emitido por el 
Ministerio de Minas y 
Energía “actualmente, 
la financiación del 
Fondo de Solidaridad 
para Subsidios y 

  
FSSRI a cargo del Ministerio 
de Minas y Energía o a 
través del Fondo de 
Mitigación de Emergencias -
FOME.  
  
No serán responsables 
solidarios para la obtención 
de los recursos de la 
ampliación del consumo 
básico subsidiable, los 
usuarios de los estratos 4, 5 
y 6, y los usuarios 
comerciales e industriales.  
 

de Minas y Energía o y a 
través del Fondo de 
Mitigación de Emergencias -
FOME.  
  
Parágrafo 1. No serán 
responsables solidarios para 
la obtención de los recursos 
de la ampliación del 
consumo básico subsidiable, 
los usuarios de los estratos 
4, 5 y 6, y los usuarios 
comerciales e industriales.  
 
Parágrafo 2. Para el debido 
cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente 
ley, se autoriza al 
Gobierno Nacional 
financiar con cargo al 
Presupuesto General de la 
Nación las apropiaciones 
requeridas para su 
ejecución e 
implementación. 
 

Redistribución de 
Ingresos para el 
reconocimiento de 
subsidios por menores 
tarifas, se hace con las 
contribuciones de los 
estratos 5, 6 y los 
sectores comercial e 
industrial no exentos y 
los recursos faltantes 
son cubiertos por el 
Presupuesto General 
de la Nación – PGN, 
debido a que los 
subsidios son mucho 
mayores a las 
contribuciones 
recaudadas. Aumentar 
el consumo de 
subsistencia 
acrecienta aún más la 
brecha entre subsidios 
otorgados y 
contribuciones, 
requiriéndose más 
recursos del PGN”. 
 
 

Artículo 6. Difusión de la 
medida. Las empresas 
prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas 
combustible de todo el 
territorio nacional, realizarán 
campañas de difusión a los 
usuarios de manera que se 
informe de forma completa, 
precisa y oportuna, la 
aplicación de lo dispuesto en 
la presente Ley. Del mismo 

Artículo 6. Difusión de la 
medida. Las empresas 
prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas 
combustible de todo el 
territorio nacional, realizarán 
campañas de difusión a los 
usuarios de manera que se 
informe de forma completa, 
precisa y oportuna, la 
aplicación de lo dispuesto en 
la presente Ley. Del mismo 

Artículo nuevo 
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modo, deberán incluir en las 
facturas recomendaciones 
para incentivar el ahorro y 
uso eficiente de los 
servicios.  
 
Parágrafo. Las empresas 
prestadoras de los servicios 
públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas 
combustible informarán a los 
usuarios, por medio de la 
factura, el nivel de consumo 
de subsistencia del siguiente 
periodo de facturación. 
 

modo, deberán incluir en las 
facturas recomendaciones 
para incentivar el ahorro y 
uso eficiente de los 
servicios.  
 
Parágrafo. Las empresas 
prestadoras de los servicios 
públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas 
combustible informarán a los 
usuarios, por medio de la 
factura, el nivel de consumo 
de subsistencia del siguiente 
periodo de facturación. 
 

Artículo 7. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias.  

Artículo 7. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

Sin modificación 

  
XII. PROPOSICIÓN 

 
En los términos anteriores, rendimos ponencia favorable y solicitamos a los 
Honorables miembros de la Plenaria de la Cámara de Representantes, dar segundo 
debate al PROYECTO DE LEY NO. 585 DE 2021 CÁMARA “POR MEDIO DEL 
CUAL SE AMPLÍA Y SE REGULA DE MANERA TEMPORAL Y TRANSITORIA 
EL RANGO DE CONSUMO BÁSICO SUBSIDIABLE PARA LOS SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y GAS COMBUSTIBLE, 
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
De los Honorables Congresistas,  
 
 
  
 
 
 
AQUILEO MEDINA ARTEAGA                   MARTHA VILLALBA HODWALKER 
Representante a la Cámara                         Representante a la Cámara 
Coordinador Ponente                                   Coordinadora Ponente  
 
                              
                 
 
 
RODRIGO ARTURO ROJAS LARA               MONICA LILIANA VALENCIA  
Representante a la Cámara           Representante a la Cámara 
Ponente                                                           Ponente 
 
 
 
 
MILTON HUGO ANGULO VIVEROS                  
Representante a la Cámara                              
Ponente                                                             
                                                                         Ponente 

  
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 

585 DE 2021 CÁMARA 
  

“Por medio del cual se amplía y se regula de manera temporal y transitoria el 
rango de consumo básico subsidiable para los servicios públicos domiciliarios de 

energía eléctrica y gas combustible, y se dictan otras disposiciones”. 
  

EL CONGRESO DE COLOMBIA  
  

DECRETA  
  

Artículo 1. Objeto. La presente ley tendrá como objeto ampliar el rango de 
consumo básico subsidiable de manera temporal y transitoria para los servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica y de gas combustible en usuarios 
residenciales, debido al aumento del consumo límite de subsistencia que han 
tenido los hogares colombianos por las medidas de aislamiento preventivo 
obligatorio durante la pandemia del Covid-19.  

Artículo 2. Consumo de Subsistencia. Para la aplicación de los subsidios a los 
servicios públicos domiciliarios de energía eléctrica y gas combustible, el 
consumo básico subsidiable queda determinado de la siguiente manera:  
  

A. Servicio de Energía Eléctrica. Se establece el Consumo de Subsistencia 
para el servicio público domiciliario de energía eléctrica en 220 kWh-mes 
para los municipios situados en alturas inferiores a 1000 metros sobre el 
nivel del mar, y de 163 KWh-mes para los municipios en alturas iguales o 
superiores a 1000 metros sobre el nivel del mar.  
  
Para barrios subnormales se establece el Consumo de Subsistencia para 
el servicio público domiciliario de energía eléctrica en 230 kWh-mes para 
alturas inferiores a 1000 metros sobre el nivel del mar y en 173 kWh-mes 
para alturas iguales o superiores a 1000 metros sobre el nivel del mar.  

  
B. Servicio de Gas Combustible. Se establece el Consumo de Subsistencia 

para el servicio público domiciliario de gas Combustible en 25 m3.  
  
Artículo 3. Término. El término de transición en que se aplicará el aumento en el 
Consumo Básico de Subsistencia determinado en el artículo 2 será hasta el 31 de 
diciembre del año 2023.  

 
Artículo 4. El Ministerio de Minas y Energía por intermedio de la UPME - Unidad 
de Planeación Minero-Energética, realizará los estudios durante cada año para 
determinar el Consumo de Subsistencia del servicio de energía eléctrica y de gas 
combustible. Para el caso de la energía eléctrica se tendrá en cuenta criterios de 
racionalidad en el consumo, eficiencia energética de los equipos utilizados por los 
hogares y variables como estrato socioeconómico, poder adquisitivo y piso 
térmico.  

Artículo 5. Los recursos para financiar la ampliación del consumo básico 
subsidiable que se crea en la presente ley se podrán atender con cargo a los 
Recursos del Fondo de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos - 
FSSRI, así como del Fondo de Energía Social - FOES, a cargo del Ministerio de 
Minas y Energía y a través del Fondo de Mitigación de Emergencias -FOME.  
  
Parágrafo 1. No serán responsables solidarios para la obtención de los recursos de 
la ampliación del consumo básico subsidiable, los usuarios de los estratos 4, 5 y 6, 
y los usuarios comerciales e industriales.  
 
Parágrafo 2. Para el debido cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley, se 
autoriza al Gobierno Nacional financiar con cargo al Presupuesto General de la 
Nación las apropiaciones requeridas para su ejecución e implementación. 
  
Artículo 6. Difusión de la medida. Las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios de energía eléctrica y gas combustible de todo el territorio nacional, 
realizarán campañas de difusión a los usuarios de manera que se informe de forma 
completa, precisa y oportuna, la aplicación de lo dispuesto en la presente Ley. Del 
mismo modo, deberán incluir en las facturas recomendaciones para incentivar el 
ahorro y uso eficiente de los servicios.  
 
Parágrafo. Las empresas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas combustible informarán a los usuarios, por medio de la 
factura, el nivel de consumo de subsistencia del siguiente periodo de facturación. 
 
Artículo 7. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.  

De los Honorables Congresistas,  
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AQUILEO MEDINA ARTEAGA                  MARTHA VILLALBA HODWALKER 
Representante a la Cámara                        Representante a la Cámara 
Coordinador Ponente                                  Coordinadora Ponente  
                                             
                  
 
 
RODRIGO ARTURO ROJAS LARA        MONICA LILIANA VALENCIA  
Representante a la Cámara    Representante a la Cámara 
Ponente                                                    Ponente 
 
 
 
 
MILTON HUGO ANGULO VIVEROS        
Representante a la Cámara                       
Ponente                                                      

            Ponente 

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

REPRESENTANTES EN SESIÓN  DEL DÍA DOS (02)  DE JUNIO  DE 2021, AL 
PROYECTO DE LEY No. 585 de 2021  CÁMARA 

“POR MEDIO DEL CUAL SE AMPLÍA Y SE REGULA DE MANERA TEMPORAL 
Y TRANSITORIA EL RANGO DE CONSUMO BÁSICO SUBSIDIABLE PARA 
LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y 

GAS COMBUSTIBLE, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA 

  
Artículo 1. Objeto. La presente ley tendrá como objeto ampliar el rango de 
consumo básico subsidiable de manera temporal y transitoria para los servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica y de gas combustible en usuarios 
residenciales, debido al aumento del consumo límite de subsistencia que han 
tenido los hogares colombianos por las medidas de aislamiento preventivo 
obligatorio durante la pandemia del Covid-19.  

 

Artículo 2. Consumo de Subsistencia. Para la aplicación de los subsidios a los 
servicios públicos domiciliarios de energía eléctrica y gas combustible, el 
consumo básico subsidiable queda determinado de la siguiente manera:  

  
A. Servicio de Energía Eléctrica. Se establece el Consumo de 

Subsistencia para el servicio público domiciliario de energía eléctrica en 
220 kWh-mes para los municipios situados en alturas inferiores a 1000 
metros sobre el nivel del mar, y de 163 KWh-mes para los municipios en 
alturas iguales o superiores a 1000 metros sobre el nivel del mar.  
  
Para barrios subnormales se establece el Consumo de Subsistencia para 
el servicio público domiciliario de energía eléctrica en 230 kWh-mes para 

alturas inferiores a 1000 metros sobre el nivel del mar y en 173 kWh-mes 
para alturas iguales o superiores a 1000 metros sobre el nivel del mar.  

  
B. Servicio de Gas Combustible. Se establece el Consumo de 

Subsistencia para el servicio público domiciliario de gas Combustible en 
25 m3.  

  
 
Artículo 3. Término. El término de transición en que se aplicará el aumento en 
el Consumo Básico de Subsistencia determinado en el artículo 2 será hasta el 
31 de diciembre del año 2023.  

 

Artículo 4. El Ministerio de Minas y Energía por intermedio de la UPME - Unidad 
de Planeación Minero-Energética, realizará los estudios durante cada año para 
determinar el Consumo de Subsistencia del servicio de energía eléctrica y de 
gas combustible. Para el caso de la energía eléctrica se tendrá en cuenta 
criterios de racionalidad en el consumo, eficiencia energética de los equipos 
utilizados por los hogares y variables como estrato socioeconómico, poder 
adquisitivo y piso térmico.  

 

Artículo 5. Los recursos para financiar la ampliación del consumo básico 
subsidiable que se crea en la presente ley se podrán atender con cargo a los 
Recursos del Fondo de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos, 
así como del Fondo de Energía Social - FOES, FSSRI a cargo del Ministerio de 
Minas y Energía o a través del Fondo de Mitigación de Emergencias -FOME.  

  
No serán responsables solidarios para la obtención de los recursos de la 
ampliación del consumo básico subsidiable, los usuarios de los estratos 4, 5 y 6, 
y los usuarios comerciales e industriales.  

 

Artículo 6. Difusión de la medida. Las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica y gas combustible de todo el territorio 
nacional, realizarán campañas de difusión a los usuarios de manera que se 
informe de forma completa, precisa y oportuna, la aplicación de lo dispuesto en la 

 
presente Ley. Del mismo modo, deberán incluir en las facturas recomendaciones 
para incentivar el ahorro y uso eficiente de los servicios. 

Parágrafo. Las empresas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas combustible informarán a los usuarios, por medio de la 
factura, el nivel de consumo de subsistencia del siguiente periodo de facturación.  

 

Artículo 7. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.  

 

CAMARA DE REPRESENTANTES. – COMISION SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE. 02 de junio de 2021. – En sesión de la fecha fue aprobado en 
primer debate y en los términos anteriores el Proyecto de Ley No. 585 DE 2021 
CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE AMPLÍA Y SE REGULA DE MANERA 
TEMPORAL Y TRANSITORIA EL RANGO DE CONSUMO BÁSICO 
SUBSIDIABLE PARA LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA Y GAS COMBUSTIBLE, Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”, (Acta No. 041 de 2021) previo anuncio de su votación en 
sesión ordinaria del día 26 de mayo de 2021 según Acta No. 040 de 2021; 
respectivamente, en cumplimiento del artículo 8º del Acto Legislativo 01 de 2003.
  
Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo 
debate en la plenaria de la Cámara de Representantes. 

 

OSWALDO ARCOS BENAVIDES 

Presidente 

 

DIANA MARCELA MORALES ROJAS 

Secretaria General 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
 

SUSTANCIACIÓN  
 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
 
 
Bogotá, D.C., 15 de junio de 2021 
 
 
Autorizo la publicación del presente informe de ponencia para segundo debate, el 
pliego de modificaciones, el texto que se propone para segundo debate y el texto 
aprobado en primer debate del  Proyecto de Ley No. 585 de 2021 CÁMARA 
“POR MEDIO DEL CUAL SE AMPLÍA Y SE REGULA DE MANERA TEMPORAL 
Y TRANSITORIA EL RANGO DE CONSUMO BÁSICO SUBSIDIABLE PARA 
LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y 
GAS COMBUSTIBLE, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
La ponencia para segundo debate fue firmada por  los  Honorables 
Representantes AQUILEO MEDINA ARTEAGA (COORDINADOR PONENTE), 
MARTHA PATRICIA VILLALBA (COORDINADORA PONENTE), RODRIGO 
ROJAS LARA, MÓNICA VALENCIA, MILTON ANGULO, OSWALDO ARCOS. 
 
 
 
Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 – 382  / del 15 de junio de 2021, se solicita 
la publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 
 
 
 

 
DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  
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